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89a Conferencia Interparlamentaria de Nueva Delhi, India
V.

ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en primer trámite, que introduce un artículo 2o bis a la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios (se aprueba en general).

Homenaje en memoria de don Edmundo Eluchans Malherbe. Comunicaciones (se rinde).
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

-Alessandri Besa, Arturo
-Calderón Aránguiz, Rolando
-Cantuarias Larrondo, Eugenio
-Cooper Valencia, Alberto
-Díaz Sánchez, Nicolás
-Díez Urzúa, Sergio
-Feliú Segovia, Olga
-Fernández Fernández, Sergio
-Frei Bolívar, Arturo
-Frei Ruiz-Tagle, Carmen
-Gazmuri Mujica, Jaime
-González Márquez, Carlos
-Hormazábal Sánchez, Ricardo
-Huerta Celis, Vicente Enrique
-Jarpa Reyes, Sergio Onofre
-Lagos Cosgrove, Julio
-Larre Asenjo, Enrique
-Lavandero Illanes, Jorge
-Letelier Bobadilla, Carlos
-Martin Díaz, Ricardo
-Mc-Intyre Mendoza, Ronald
-Navarrete Betanzo, Ricardo
-Ortiz De Filippi, Hugo
-Otero Lathrop, Miguel
-Pacheco Gómez, Máximo
-Páez Verdugo, Sergio
-Papi Beyer, Mario
-Pérez, Walker, Ignacio
-Prat Alemparte, Francisco
-Romero Pizarro, Sergio
-Ruiz De Giorgio, José
-Ruiz-Esquide Jara, Mariano
-Siebert Held, Bruno

-Sinclair Oyaneder, Santiago

-Soto González, Laura
-Sule Candia, Anselmo

-Thayer Arteaga, William

-Urenda Zegers, Beltrán

-Valdés Subercaseaux, Gabriel

-Zaldívar Larraín, Andrés


Concurrió, además, el señor Ministro de Justicia.

Actuó de Secretario el señor Rafael Eyzaguirre Echeverría, y de Prosecretario, el señor Carlos Hoffmann Contreras.
II. APERTURA DE LA SESIÓN


--Se abrió la sesión a las 16:15, en presencia de 40 señores Senadores.
El señor VALDÉS (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.
III. TRAMITACIÓN DE ACTAS
El señor VALDÉS (Presidente).- Las actas de las sesiones 41a y 43a, ordinarias, en 13 y 14 de abril, respectivamente, se encuentran en Secretaría, a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
IV. CUENTA
El señor VALDÉS (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.
El señor HOFFMANN (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes


Diez de Su Excelencia el Presidente de la República:


Con el primero hace presente la urgencia, con el carácter de "Discusión Inmediata", al proyecto que introduce un artículo 2o bis a la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios.


--Se tiene presente la calificación; se manda agregar el documento a sus antecedentes, y, por acuerdo de Comités, queda para ser tratado en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión.


Con el segundo, tercero y cuarto retira la urgencia y la hace presente nuevamente, con carácter de "Simple", a los siguientes proyectos de ley:


1.- El que modifica la normativa legal de las comunidades agrícolas.


2.- El que establece disposiciones sobre Juntas de Vecinos y Organizaciones Comunitarias Funcionales.


3.- El que modifica diversas normas dé los Códigos Penal, de Justicia Militar y de Procedimiento Penal, y otras disposiciones legales en materia de seguridad de las personas.


--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con el quinto, sexto y séptimo hace presente la urgencia, con carácter de "Simple", respecto de los siguientes proyectos de ley:


1.- El relativo a Bases de los Procedimientos Administrativos.


2.- El que modifica la ley N° 4.601, de Caza, a fin de proteger la fauna.


3.- El que concede derecho a percibir subvención educacional conforme al DFL N° 5, de 1992, del Ministerio de Educación, y otorga otros beneficios a las instituciones que señala.


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregarlos documentos a sus antecedentes.


Con el octavo retira la urgencia al proyecto de ley sobre transplante de órganos.


--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el noveno comunica que ha resuelto otorgar su patrocinio a la moción de las Senadoras señoras Feliú y Soto con la que inician un proyecto de ley sobre transparencia del gasto público, incluyéndola en la actual convocatoria a legislatura extraordinaria del Congreso Nacional, con urgencia calificada de "Simple".


--Se toma conocimiento del patrocinio otorgado y de la inclusión en la convocatoria a la actual legislatura extraordinaria de sesiones. Pasa la moción a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso; se tiene presente la calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el décimo inicia la tramitación de un proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado sobre Promoción y Protección de Inversiones suscrito con la República Argentina, el 2 de agosto de 1991, y sus Notas Complementarias.


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.
Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Oriental del Uruguay, par evitar la doble tributación por los ingresos que perciban las empresas de navegación aérea de Chile y del Uruguay que operen en ambos países.


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.


Con el segundo señala que ha aprobado el proyecto relativo al Acuerdo de los Gobiernos de la República de Chile y de los Estados Unidos Mexicanos sobre supresión de visas para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales. 


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el tercero comunica su aprobación al proyecto que modifica la ley N° 18.755, sobre Organización y Atribuciones del Servicio Agrícola y Ganadero, y deroga otras disposiciones legales, (calificado de "Simple Urgencia"). 


--Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.


Tres del señor Ministro del Interior:


Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Larre en el que solicita estudiar la posibilidad de proveer de fondos a la comuna de Corral, a objeto de contar con nuevas oficinas para su Departamento de Educación y Salud, las que resultaron destruidas por un siniestro.


Con el segundo contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Jarpa con el que pide información acerca de si existen estudios o proyectos relativos al aprovechamiento, para regadío, de las aguas del río Lluta, Primera Región.


Con el tercero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Jarpa en el que solicita información en cuanto a la existencia de programas o estudios sobre praderas artificiales en los valles de la precordillera y el altiplano de la Primera y Segunda Regiones.


Del señor Ministro de Relaciones Exteriores dando respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Jarpa en el que solicita información tocante a los compromisos vigentes contraídos por nuestro país respecto del tratamiento arancelario especial de las importaciones de productos agropecuarios provenientes de Argentina, Brasil, México, Paraguay, Uruguay, y de otros países, si los hubiere.


Del señor Ministro de Defensa Nacional con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Arturo Frei, relativo a considerar la posibilidad de otorgar en concesión a la Junta de Vecinos N° 15, de Dichato, comuna de Tomé, un módulo ubicado en la playa de esa localidad.


Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Palza en cuanto a la posible creación de un Instituto de Capacitación Ocupacional en la Primera Región.


Dos del señor Ministro de Educación con los que responde sendos oficios enviados en nombre del Senador señor Cantuarias referentes, el primero, a la transformación del Liceo A-90, de la comuna de Tirúa, en establecimiento de enseñanza técnico-profesional y al eventual cierre de la Escuela México de Lota; y el segundo, al anteproyecto de ley que establece normas para el personal no docente de los establecimientos municipalizados.


Tres del señor Ministro de Obras Públicas con los que da respuesta a sendos oficios enviados en nombre del Senador señor Jarpa en los que solicita, primero, información acerca de si existen estudios o proyectos destinados a solucionar el grave problema de escasez de agua potable en la ciudad de Arica, Primera Región; segundo, antecedentes relativos al aprovechamiento, para regadío, de las aguas del río Lluta, Primera Región, y tercero, conocer el estado actual del proyecto de construcción del "Canal Tronco Linares", Séptima Región.


Del señor Ministro de Agricultura con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Jarpa en el que pide información respecto de programas o estudios sobre praderas artificiales en los valles de la precordillera y el altiplano de la Primera y Segunda Regiones.


Del señor Ministro de Salud con el que contesta un oficio enviado en nombre de los Senadores señores Díaz y Navarrete en el que solicitan el patrocinio del Ejecutivo a una iniciativa de este último relativa a un subsidio al pago del consumo de agua potable.


Del señor Ministro de Minería con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Núñez en el que pide información respecto a las pertenencias mineras transferidas por CODELCO Chile a ENAMI, de acuerdo a lo dispuesto en la ley N° 19.137.


Dos del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:


Con el primero responde un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Soto relativo a la pavimentación de la calle 1 Norte, de la comuna de Viña del Mar.


Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantuarias atinente a la necesidad de reparar las calles de las Poblaciones Gabriela Mistral, Villa San Carlos y Jaime Lea Plaza, de la comuna de Penco, y a requerimientos de viviendas para profesores rurales.


Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, en respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor González sobre el Estadio de Deportes de la ciudad de Los Andes.


Del señor Ministro Secretario General de Gobierno con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantuarias tocante a la inquietud que le plantearon los habitantes de la comuna de Tirúa relativa a la deficiente calidad de recepción de la señal de transmisión de Televisión Nacional de Chile.


Del señor Presidente del Banco Central de Chile con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Jarpa solicitando información estadística sobre importación de productos cárnicos.


--Quedan a disposición de los señores Senadores.


Del señor Presidente del Banco Central de Chile con el que -en conformidad a lo dispuesto en el artículo 79 de la ley orgánica de dicha institución- remite un ejemplar de la Memoria Anual de ese organismo, correspondiente al año 1992.


--Queda a disposición de los señores Senadores, a través de la Oficina de Informaciones del Senado.
Informes


Uno de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y otro de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre Bases del Medio Ambiente. 



--Quedan para tabla.
Solicitudes


De doña Emma Rosa del Carmen Bravo Araneda y de doña Jenny del Carmen Polanco Arias con las que piden la rehabilitación de su ciudadanía.



--Pasan a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Declaración de inadmisibilidad


Se han recibido en Secretaría las siguientes mociones:


1.- Dos del Senador señor Arturo Frei con las que inicia sendos proyectos de ley para crear las comunas de Chiguayante y San Pedro y la comuna de Hualpencillo, en la provincia de Concepción.


2.- Del Senador señor Páez con la que inicia un proyecto de ley que faculta a la Dirección de Vialidad para adquirir maquinaria que señala y entregarla en comodato a las personas jurídicas que indica, domiciliadas en las Regiones Octava, Novena y Décima.


3.- Del Senador señor Ruiz-Esquide, con la que inicia un proyecto de ley que establece la Defensoría del Menor.


--Se declaran inadmisibles, por corresponder a materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.
El señor VALDÉS (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)---------------(

El señor URENDA.-Pido la palabra.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
El señor URENDA.- Señor Presidente, la Comisión de Relaciones Exteriores celebrará mañana, a las 15, una reunión de suma importancia, a la cual asistirá el señor Ministro del ramo. Y podría suceder que la discusión no concluyera antes del comienzo de la sesión ordinaria. Por consiguiente, solicito autorización para que la Comisión sesione simultáneamente con la Sala, a fin de que disponga del tiempo necesario para finalizar su trabajo.
El señor VALDÉS (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.


Acordado.
El señor LAVANDERO.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
El señor LAVANDERO.- Señor Presidente, en el mismo sentido, debo señalar que en la Comisión de Hacienda se encuentran pendientes dos proyectos importantes, por lo que solicito autorización para que ésta también pueda reunirse simultáneamente con la Sala.
La señora FELIÚ.- Pido la palabra.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
La señora FELIÚ.- Señor Presidente, no hay acuerdo en el caso de la Comisión de Hacienda, puesto que dos Comisiones se encontrarían en esa situación. Y, por lo que ha expuesto el señor Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, ésta iniciaría su trabajo a las 15, de tal manera que sólo ocuparía parte del comienzo de la sesión ordinaria de mañana. En cambio, respecto de la de Hacienda se solicita autorización para sesionar simultáneamente con la Sala.
El señor LAVANDERO.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
El señor LAVANDERO.- Señor Presidente, quiero advertir que en la Comisión de Hacienda hay proyectos de extraordinaria importancia que no podrán ser despachados oportunamente, para que los conozca la Sala (se encuentran pendientes), si no se la autoriza a trabajar en los términos solicitados.


En consecuencia, no será mi responsabilidad, ni la de la Comisión, si ésas iniciativas no alcanza a tratarlas la Sala dentro de los plazos establecidos.
El señor ZALDÍVAR.- Pido la palabra.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
El señor ZALDÍVAR.- Señor Presidente, apoyo al Presidente de la Comisión de Hacienda, Honorable señor Lavandera. Y me llama la atención que la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra se oponga a la posibilidad de que funcionemos como normalmente lo hemos hecho para facilitar el estudio de las materias. Porque ocurre que cuando se autoriza a una Comisión para sesionar simultáneamente con la Sala, los Senadores que se encuentran trabajando en ella son llamados al momento de la votación, lo que permite ir despachando los proyectos.


En la Comisión de Hacienda se hallan el proyecto relativo a los exonerados, que es de vital importancia conocerlo luego para avanzar en su tramitación, y el tocante a la reestructuración del Servicio de Impuestos Internos. Y considero que negar este sistema de trabajo en Comisiones es establecer un mal precedente para el buen funcionamiento del Senado.
El señor VALDÉS (Presidente).- En consecuencia, no habría acuerdo para lo solicitado respecto de la Comisión de Hacienda.
ACUERDOS DE COMITÉS
El señor VALDÉS (Presidente).- Los Comités acordaron lo siguiente: tratar en esta sesión, en primer lugar, el proyecto que figura en el N° 3 del Orden del Día, referido a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, iniciativa calificada de "Discusión Inmediata"; dejar pendiente el proyecto signado con el N° 4, tocante al Acuerdo entre los Gobiernos de los Estados Unidos de América y de la República dé Chile; celebrar una sesión especial mañana, de 11:30 a 13:30, para ocuparnos en la iniciativa sobre Bases del Medio Ambiente. Respecto al proyecto que se tratará en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión -repito: está calificado de "Discusión Inmediata", lo que implicaría tener que despacharlo mañana-, se dispuso, en el entendido de que ahora se aprobare en general, que pasara a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, la que deberá informar de manera verbal acerca de las indicaciones que se presenten hasta las 9:30 de mañana. Por consiguiente, ésta deberá reunirse en lo posible antes de la sesión especial, a fin de que la Sala disponga oportunamente de todos los antecedentes para ver el proyecto en la sesión de mañana en la tarde. De otro modo, habría que citar a sesión especial el jueves.


Así es que tiene mucha urgencia que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento estudie la materia mañana en la mañana.
El señor PACHECO.- Perdón, señor Presidente.


¿A qué hora se solicita que sesione la Comisión antes citada?
El señor VALDÉS (Presidente).- A las 9:30, señor Senador.
La señora FREI.- Señor Presidente, hoy día, ¿habrá hora de Incidentes?
El señor VALDÉS (Presidente).- Sí, Su Señoría, y se va a rendir homenaje.


Los Comités también acordaron autorizar a la Comisión de Hacienda para sesionar simultáneamente con la Sala, en caso de ser necesario, durante el transcurso de la sesión especial de mañana, de 11:30 a 13:30.
El señor ZALDÍVAR.- O sea, se la autorizó para esa sesión, y no para la otra.
El señor VALDÉS (Presidente).- La petición se hizo para la de la tarde.
El señor GAZMURI.- Entiendo que eso se acordó por la unanimidad de los Comités, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).- Así es, señor Senador.
El señor GAZMURI.- Señor Presidente, deseo reiterar que los Comités, unánimemente, autorizaron a la Comisión de Hacienda para reunirse en forma simultánea con la Sala mientras ésta celebre la sesión especial de mañana, en el entendido de que sus integrantes concurriremos al Hemiciclo cuando se vote.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Soto.
La señora SOTO.- Señor Presidente, en la Comisión de Gobierno acordamos con el Ministro Secretario General de Gobierno, don Enrique Correa, sesionar mañana, a las 11:30, para tratar el proyecto de ley sobre Juntas de Vecinos, que es muy importante y hay gran presión para su pronto despacho. Y, como ya está convenido, ruego a la Sala que nos autorice para funcionar. Será una reunión corta, que no nos tomará más de veinte minutos, en la que ese Secretario de Estado dará a conocer una proposición.
El señor VALDÉS (Presidente).- Hago presente a Sus Señorías que varios proyectos que se estudiarán mañana son de quórum especial, y un resguardo para su debido debate es que no más de una Comisión sesione a! mismo tiempo que la Sala. De otra manera, no tengo inconveniente en citar a sesión especial para el jueves; pero creo que ordenadamente mañana podemos despacharlos. La Comisión de Constitución se reunirá temprano para tratar el que dice relación a la Ley de Votaciones Populares y Escrutinios, y permitir que la Sala lo vea en la tarde. En la sesión especial que se llevará a cabo de 11:30 a 13:30 se realizará la primera discusión del proyecto sobre Bases del Medio Ambiente, para luego, en la ordinaria, abordar aquellas iniciativas que no alcancemos a analizar hoy.


Tiene la palabra el Senador señor Pacheco.
El señor PACHECO.- Si no entendí mal, hay plazo hasta mañana, a las 9:30, para presentar indicaciones al proyecto sobre Votaciones Populares y Escrutinios. Por lo tanto, la Comisión de Constitución se reuniría a las 10, porque no tendría sentido citarla antes.
El señor VALDÉS (Presidente).- Efectivamente, señor Senador. Así el Secretario de la Comisión dispondrá de tiempo para ordenar las indicaciones.
El señor PACHECO.- Entonces, nos reuniremos de 10 a 11:30, señor Presidente,
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Frei.
La señora FREI.- Señor Presidente, deseo insistir en la solicitud de la Senadora señora Soto, por tratarse de un asunto muy simple relativo al proyecto sobre Juntas de Vecinos. Daríamos quórum para la sesión citada a las 11:30, para luego retirarnos y reunimos de 11:40 a 12, con lo que podríamos estar de vuelta en la Sala a tiempo para votar, que es lo que interesa.
El señor VALDÉS (Presidente).- En ese entendido, podríamos autorizar a la Comisión de Gobierno para sesionar de 11:40 a 12.


--Así se acuerda.
)-----------(

El señor CUMPLIDO (Ministro de Justicia).- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor CUMPLIDO (Ministro de Justicia).- Sólo para pedir el asentimiento de la Sala a fin de que ingrese a ella la Subsecretaría de Justicia, señora Martita Woerner, quien me ayudará durante el debate de los proyectos en que tiene injerencia nuestra Cartera.



 --Se accede.
89a CONFERENCIA INTERPARLAMENTARIA DE NUEVA DELHI, INDIA
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarrete.
El señor NAVARRETE.- Señor Presidente, en conformidad a lo acordado por los Comités, deseo informar acerca de la participación que cupo a los delegados del Congreso chileno en la Conferencia Interparlamentaria de Nueva Delhi.


La citada reunión internacional se realizó entre los días 12 y 17 de abril, y fue convocada, en conformidad al Reglamento y Estatutos de la Unión Interparlamentaria, para debatir principalmente las siguientes materias: 1. Transparencia en la transferencia de armas mediante el establecimiento de un registro mundial, destinado especialmente a controlar el uso creciente de la violencia como medio para alcanzar objetivos políticos. 2. Aplicación de políticas educacionales y culturales orientadas a favorecer el respeto de los valores democráticos, y 3. Situación política, económica y social en el mundo.


En el evento estuvieron presentes 724 delegados, representantes de 113 Parlamentos de Estados soberanos -de los países latinoamericanos sólo se abstuvieron de participar los de Colombia y Costa Rica-, y en su desarrollo, el Consejo Interparlamentario aprobó, por aclamación, la incorporación a la Unión Interparlamentaria de los Congresos de Azerbaidján, Burkina Fasso, Kasakstán, Islas Marshall, Nigeria y de las Repúblicas Eslovaca y de Eslovenia, como también la de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa y del Parlamento Latinoamericano, en calidad de miembros asociados de la misma.


Los delegados de Chile, tanto Diputados como Senadores, intervinieron en los debates e intercambiaron opiniones y experiencias con Parlamentarios de otras delegaciones, tomando parte activa en las distintas instancias de dicha reunión.


Sin perjuicio de lo anterior, fue elegido Vicepresidente de la Conferencia el Diputado señor Rojo, y se designó miembros del Consejo Interparlamentario -éste sesiona antes de la realización de la Asamblea y se encarga de estudiar las proposiciones de resolución- al Diputado señor Andrés Palma y al Senador que habla. Por su parte, el Honorable señor Páez integró el Comité Ejecutivo de la Unión Interparlamentaria, en su condición de miembro pleno, y el Diputado señor Naranjo participó en el Comité de los Derechos Humanos, el que tomó conocimiento de los casos producidos en Bulgaria, Colombia, Haití, Honduras, Indonesia, Myanmar (Birmania), Togo y Turquía.


El debate relativo al establecimiento de un registro mundial de las transferencias de armas, como una forma de controlar el uso creciente de la violencia en la consecución de objetivos políticos, se centró principalmente en el análisis de los alcances de la Resolución 46/36, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1991, por 150 votos a favor, ninguno en contra y con las abstenciones de Cuba e Irak.


En lo sustancial, mediante dicha Resolución, la Organización propuso a sus Estados miembros establecer un registro universal, voluntario y no discriminatorio de las transferencias de armas clásicas, en atención a que el fin de la "guerra fría", la disolución de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) y la experiencia de la guerra del Golfo Pérsico abren posibilidades de avances en el proceso de desarme y en la limitación de las transferencias de armas.


En una primera etapa, el referido organismo internacional invitó a sus Estados miembros a informar voluntariamente acerca de sus importaciones y exportaciones de armas, clasificadas en siete categorías principales, antecedentes que deben presentarse antes del 30 de abril de cada año, a partir de 1993.


Por su parte, el Consejo de Seguridad de la ONU, la Conferencia sobre la Seguridad y la Cooperación en Europa y los Estados miembros de aquélla reiteraron su apoyo al Registro Mundial de Armas Clásicas como mecanismo adecuado para prevenir la acumulación excesiva y desestabilizadora de éstas, más allá de las legítimas necesidades de los Estados en materia de seguridad.


La Delegación de Chile, por intermedio de los Diputados señores Ribera y Rojo, manifestó su respaldo a la iniciativa de las Naciones Unidas, por estimar que, en lo esencial, ella contribuye a crear un clima de confianza internacional, a condición de salvaguardar el derecho de los Estados a su seguridad y autodefensa en los términos en que lo consagra la Carta de la Organización.


Además, hizo notar que los embargos de armas decretados por la comunidad internacional han demostrado que las reglamentaciones demasiado estrictas conllevan el riesgo de incentivar movimientos clandestinos de aquéllas; sugirió hacer un llamado a las grandes potencias para que asuman sus responsabilidades por la creación de desequilibrios regionales que estimulen los mercados internacionales de las mismas, e hizo hincapié en la necesidad de perfeccionar el mecanismo del Registro, haciéndolo obligatorio, postulando que cada país apruebe las leyes que permitan establecer un control eficaz en la transferencia de armamentos.


La resolución que en definitiva y por unanimidad aprobó la Conferencia Interparlamentaria recomienda a los Parlamentos y a los Gobiernos que proporcionen asistencia al Secretario General de la Organización de las Naciones Unidas a fin de que un grupo de expertos elabore los procedimientos técnicos necesarios para el buen funcionamiento del Registro, e insta a los primeros a estudiar activamente el tema con el objeto de favorecer una reflexión más profunda respecto del Registro y de las posibilidades de ampliar su alcance.


Asimismo, señala que debieran consignarse en el Registro, entre otras, todas las informaciones concernientes a las requisiciones de armas destinadas a terroristas, traficantes de drogas, al crimen organizado o a actividades de mercenarios, como forma de luchar mejor en contra del tráfico ilícito de armamento.


En el tema dedicado a la aplicación de políticas educacionales y culturales que favorezcan un mayor respeto de los valores democráticos, presentaron memorias y proyectos de resolución, entre otros, los Grupos Interparlamentarios de Costa de Marfil, Canadá, Egipto, Senegal, Zimbabwe, Francia y Túnez. En representación del nuestro, el Honorable Senador señor Larre expresó, en lo sustancial, que la educación consolida los principios democráticos, pero que sus valores forman parte de las tradiciones y la cultura de un pueblo, así como de la concepción del hombre, sus derechos y deberes.


Destacó el señor Senador que nuestra Constitución Política, en su artículo 1o, declara que los hombres nacen libres e iguales en dignidad y en derechos, que la familia es el núcleo de la sociedad y que el Estado está al servicio del ser humano y debe favorecer el bien común. En ese espíritu -añadió- debe construir una sociedad que permita a cada uno realizarse en el plano material y espiritual.


Recalcó, además, que nuestro país es una república democrática en la que se respeta la dignidad humana y que la Constitución es el reflejo de la concepción humanista y de libertad de Chile; precisó que, en el campo educacional, ella consagra los valores fundamentales y enuncia el derecho a la educación para todos, con el fin de permitir la plena y entera realización de la persona humana, y concluyó sosteniendo que el mejoramiento del sistema educacional hará progresar nuestra democracia.


La Conferencia adoptó, por unanimidad, una resolución final sobre la materia, en la que, fundamentalmente, se destaca que las libertades políticas y la participación del pueblo, el respeto de los derechos del hombre, la justicia y la igualdad son indispensables para el crecimiento y el desarrollo económico durables, y se invita a todos los Parlamentos y Gobiernos a velar por que los ciudadanos tengan conciencia de sus libertades, de sus responsabilidades y de la necesidad de participar en el proceso democrático, para lo cual debieran contemplarse los medios adecuados.


Tocante al debate general de la situación política, económica y social en el mundo -tema que recogió las inquietudes de los distintos Grupos Interparlamentarios presentes en la Asamblea de Nueva Delhi-, la Delegación chilena se hizo presente mediante la intervención del Senador señor Pérez y del Diputado don Andrés Palma.


Básicamente, el Senador señor Pérez señaló que los problemas fundamentales en el mundo actual son el hambre y la guerra. Sostuvo que, a pesar del desarrollo técnico, el hambre afecta a millones de hombres en casi todos los continentes, y agregó que los responsables de una sociedad libre deben esforzarse para que sus países se involucren directamente en la solidaridad necesaria con los más desposeídos, que no pueden escapar a su condición de marginalidad.


El Diputado señor Palma expuso sustancialmente que los países pobres experimentan tensiones sociales importantes, que explican la emergencia de los totalitarismos. Señaló que Chile lucha contra la pobreza, fuente de inestabilidad; y manifestó su esperanza de que la Cumbre sobre el Desarrollo Social (a la que nos referimos en oportunidad anterior en el Senado), que se reunirá en 1995 bajo los auspicios de las Naciones Unidas, permita concluir en soluciones concretas para establecer un nuevo orden económico mundial, donde los países en desarrollo puedan vender sus productos a precios justos.


Finalmente, la Conferencia aprobó una resolución especial sobre la necesidad de actuar urgentemente en la antigua Yugoslavia, sobre todo en lo concerniente a la protección de las minorías y a la prevención de mayor pérdida de vidas humanas, a fin de restablecer la coexistencia pacífica y el respeto de los derechos del hombre en todos los pueblos.


En esta resolución, la Conferencia deplora el conflicto recién mencionado, y de modo específico en lo tocante a Bosnia-Herzegovina; y condena las atrocidades cometidas en contra de las minorías, de mujeres y de niños. Condena enérgicamente, además, la práctica de la llamada "purificación étnica", y muy en particular la violación sistemática de mujeres y niñas como arma de guerra, declarando que tales atropellos a los derechos humanos constituyen odiosos crímenes de guerra, los cuales deben considerarse perpetrados contra toda la humanidad.


El texto de las resoluciones a que me refiero se acompaña como documento anexo a este informe. Entre tanto, la versión taquigráfica de los debates de la Conferencia, las ponencias y proyectos de resolución presentados por los diferentes grupos interparlamentarios y el informe del Comité de Derechos Humanos de los Parlamentarios, quedan a disposición de los señores Senadores en la Secretaría del Grupo Interparlamentario Chileno.


La delegación del Congreso chileno ante la 89a Conferencia Interparlamentaria estuvo integrada por los Senadores señores Larre, Páez y Pérez; por los Diputados señores Carlos Caminondo, Jaime Naranjo, Andrés Palma, Teodoro Ribera, Hernán Rojo y Jorge Ulloa; y por el que habla, quien la presidió.


He dicho.
V. ORDEN DEL DÍA
MODIFICACIÓN DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS
El señor VALDÉS (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios.

--Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 37a, en 30 de marzo de 1993.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 40a, en 7 de abril de 1993.


Discusión:


Sesión 43a, en 14 de abril de 1993 (queda pendiente su discusión).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- La iniciativa fue informada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento; cumple su primer trámite constitucional, e introduce un artículo 2o bis a la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios. Se inició en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República. Por modificar una ley orgánica constitucional requiere para su aprobación el quórum de cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, de acuerdo con el artículo 63 de la Carta Fundamental.


El Ejecutivo calificó la urgencia de la iniciativa de "Discusión inmediata", y consta de un artículo único, razón por la cual, conforme al artículo 127 del Reglamento, puede ser aprobada en general y particular a la vez.


El Ejecutivo explica las razones que ha tenido para proponer esta enmienda a la ley mencionada.


En definitiva, la Comisión aprobó el proyecto, con algunas enmiendas, por cuatro votos contra uno. Por la afirmativa, se pronunciaron los Honorables señores Fernández, Letelier, Pacheco y Vodanovic; por la negativa, el Honorable señor Diez.


El texto que aprobó la Comisión es el siguiente:


"Artículo único.- Intercálase el siguiente artículo 2o bis, nuevo, a la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios.


"Artículo 2o bis.- Entre los quince y los cuarenta y cinco días anteriores a la declaración e inscripción de las candidaturas a senador y diputado, cualquiera persona que tenga interés directo, podrá solicitar al Director del Servicio Electoral que declare si cumple o no con el requisito de residencia a que se refieren los artículos 44 y 46 de la Constitución Política de la República, solicitud que deberá publicarse en extracto, a costa del solicitante, en el Diario Oficial y en un diario del distrito, en el caso de los diputados, o en un diario de la circunscripción, en el caso de los senadores. Cualquier ciudadano inscrito en los registros electorales de dicho distrito o circunscripción podrá hacerse parte en el procedimiento dentro de los dos días siguientes a la publicación que antecede.


"El Director del Servicio Electoral tendrá un plazo de diez días para resolver la consulta. La resolución deberá ser puesta en conocimiento de los interesados mediante carta certificada.


"De ella los interesados podrán reclamar ante el Tribunal Calificador de Elecciones dentro de los cinco días siguientes a dicha notificación. El Tribunal fallará en el término de diez días contados desde la interposición del reclamo y su resolución se notificará al Director del Servicio Electoral y a los interesados, por carta certificada.


"Declarado por el Director del Servicio Electoral o por el Tribunal Calificador de Elecciones que una persona cumple con el requisito de residencia para ser candidato a senador o diputado, no podrá rechazarse su inscripción como candidato para una elección determinada, por este concepto.".
El señor URENDA (Vicepresidente).- En discusión.
El señor OTERO.- ¿Me permite, señor Presidente?


Solicito que, antes de que se inicie el debate sobre la iniciativa, se reitere a la Sala que, por acuerdo de Comités, hay plazo hasta mañana a las 9:30 para presentar indicaciones; y que, en consecuencia, no es necesario votarla hoy, ya que la discusión particular se llevará a efecto, si hay un segundo informe, en la sesión de mañana.
El señor URENDA (Vicepresidente).- Efectivamente, los Comités acordaron efectuar hoy la votación del proyecto en general; fijar plazo hasta mañana a las 9:30 para presentar indicaciones, y conocer y resolver el segundo informe en la sesión de mañana. Aun cuando el Reglamento admite la posibilidad de discutir en general y particular el proyecto, para los efectos prácticos, en este caso se confunden.


En la discusión general, ofrezco la palabra al señor Ministro.
El señor CUMPLIDO (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, Honorable Senado:


El Ejecutivo ha enviado este mensaje con el fin de establecer un procedimiento para acreditar el cumplimiento del requisito de residencia que la Constitución en sus artículos 44 y 46 exige a los candidatos a Senadores y Diputados.


El requisito de residencia se aplicará por primera vez en la próxima elección, porque, no obstante estar vigente en la Carta del 80, en su oportunidad el Tribunal Constitucional lo declaró inaplicable por razones de plazo, según consta en la respectiva sentencia. Por lo tanto, tal requisito no rigió en la elección anterior y, en razón de ello, hubo candidatos que pudieron presentarse a pesar de no cumplirlo.


Al Gobierno le parece importante que una exigencia de esta naturaleza -única que no puede acreditarse directamente a través de certificaciones públicas, a diferencia, por ejemplo, de la nacionalidad, de la edad o de haberse cursado la Enseñanza Media- se resuelva previamente por el Director del Registro Electoral mediante una declaración de certeza. Y es importante innovar en la materia respecto de la ley vigente, porque, según ésta, el pronunciamiento del referido Director se ha de producir con posterioridad a la presentación de las candidaturas; y, en consecuencia, si es declarado inhábil un candidato, ya no puede ser reemplazado.


Desde el punto de vista del ejercicio pleno de la democracia, se hace indispensable que en este tipo de elecciones exista absoluta certeza, porque, de otra manera, importantes grupos políticos o de independientes pueden quedar sin una debida representatividad.


Por esa razón el Ejecutivo, con el fin de facilitar la prueba previa del requisito de residencia, propuso el presente proyecto de ley,  entendiendo que la declaración será efectuada por el Director del Servicio Electoral -funcionario que debe ser designado con acuerdo del Senado y que en el caso del actual lo fue por la autoridad que en el momento oportuno correspondía-, cuya obligación es velar por la corrección de todo el proceso electoral. Por ello debe contar -y cuenta con una legitimidad especial.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, por mayoría de votos, aprobó la idea de legislar, pero introdujo en el proyecto algunas reformas que alteran el sentido que el Ejecutivo tuvo presente para proponer la declaración de certeza.


¿En qué consiste la diferencia? En que el texto de la Comisión permite que la acreditación del requisito de residencia se transforme en un asunto contencioso, lo cual implica la necesidad de efectuar publicaciones, pudiendo cualquier ciudadano tener acción para impugnar la residencia. Según el procedimiento vigente, la acción sólo puede ejercerse por partidos políticos y por candidaturas independientes -es decir, por personas que asumen una responsabilidad política muy clara-, pero con posterioridad.


El hecho de que el asunto se transforme en contencioso implica, naturalmente, la recepción de la causa a prueba. Como se trata de una acción de cualquier ciudadano, es incuestionable que la prueba debe rendirse en el lugar correspondiente al distrito o región respectiva, porque de otra manera no hay posibilidad de hacerlo en forma concreta ante el Director del Registro Electoral en Santiago.


Pensábamos que el proyecto podía cumplir la finalidad de dar certeza al requisito. No queremos, por ningún motivo, que el transformar el procedimiento en un acto contencioso signifique dilación en las decisiones y, al mismo tiempo, entorpecimiento del próximo proceso electoral.


Por lo dicho, la posición del Gobierno en esta materia es la que señalo: estamos de acuerdo en que debe aprobarse una posibilidad de certeza no contenciosa para que exista una anticipada declaración que permita una elección política en los términos descritos.
El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pacheco.
El señor PACHECO.- Señor Presidente, intervengo para apoyar el proyecto del Ejecutivo y solicitar el rechazo de las observaciones formuladas al mismo y, en consecuencia, del informe de la Comisión, por las siguientes razones:


Primero, la iniciativa del Ejecutivo pretende otorgar seguridad jurídica en un aspecto tan importante de los procesos electorales como las candidaturas, lo cual es conveniente para la ley y para la democracia.


Segundo, el concepto de residencia no se encuentra definido en nuestra legislación. Son el Servicio Electoral, en la inscripción de candidaturas, y el Tribunal Calificador de Elecciones, por la vía de la reclamación, los encargados de pronunciarse sobre si tal o cual candidato cumple o no cumple con los requisitos para postular a un sillón parlamentario.


Tercero, no corresponde al Parlamento dictar una ley interpretativa para definir tal concepto. Además, es difícil precisar, en términos claros y distintos, lo que significa tener asiento en determinada circunscripción.


Cuarto, el Tribunal Constitucional carece de competencia en esta materia, ya que el artículo 82, número 11°, de la Carta, sólo le concede jurisdicción respecto de las inhabilidades sobrevinientes de los Parlamentarios, no acerca de las inhabilidades para ser elegidos como tales, facultad que el número 10° del mismo artículo sí le otorga con relación a los Ministros de Estado.


Quinto, si la residencia es un hecho material que consiste, básicamente, en el lugar donde una persona ejerce habitualmente su profesión u oficio y en el cual se la presume presente, la realidad y el desarrollo de la vida económica y de las comunicaciones tornan cada vez más frecuente la pluralidad de residencias.


Sexto, por ello, dejar a candidatos y electores en la incertidumbre de si tal o cual persona cumple un requisito de naturaleza variable, es contrario al bien común y a la transparencia y certeza que deben ser inherentes a los actos en que se expresa la voluntad popular.


Séptimo, constituiría una presión indebida al Tribunal Calificador de Elecciones si, una vez electo un Parlamentario, aquél hubiera de resolver si éste, a la fecha de inscribir su candidatura, cumplía o no con la exigencia de residir en la zona con la antelación indicada en la Carta Fundamental. Ello podría dar lugar a graves problemas sociales, con enorme daño para la democracia representativa y para el propio Congreso Nacional.


Octavo, la iniciativa en debate no altera el requisito de residencia, sino que da certeza a la forma y oportunidad en que debe acreditarse. Asimismo, evita que, en la eventualidad de tacharse una candidatura, ésta no pueda ser reemplazada y que, por razones formales, un partido, corriente de opinión o grupo de ciudadanos quede sin representación y, por consiguiente, sin poder hacer oír su voz.


Por todo lo anterior, considero de la mayor importancia el mensaje y el proyecto original del Presidente de la República.


Por otra parte, rechazo las indicaciones presentadas en la Comisión, por las consideraciones que en ella expuse y que paso a señalar.


Me parece contrario al equilibrio del proyecto dar acción popular para controvertir la petición de declarar residencia. El Tribunal Calificador de Elecciones podría verse compelido a postergar su pronunciamiento ante la presentación de un sinnúmero de contiendas interpuestas interesadamente por ciudadanos particulares. Otra cosa es que grupos de independientes, representativos en número y directamente involucrados, presenten tales objeciones -además de los partidos políticos- en conformidad a lo preceptuado en el artículo 18 de la Constitución.


Igualmente, considero extemporáneo pretender hacer extensivo el requisito de residencia a los consejeros regionales y los concejales, dado que hoy no estamos enfrentados a una revisión del sistema electoral público en su conjunto, sino a elecciones parlamentarias en una fecha precisa.


Tocante a la publicación en extracto de la solicitud de declaración de residencia -idea incorporada por la Comisión-, estimo que este asunto debe estudiarse detenidamente -no con ocasión de este proyecto, sino en otra oportunidad- antes de resolver si es necesario alterar el sistema de publicaciones contemplado en la ley en vigor, y ya aplicado.


Por último, opino que no corresponde dar competencia a los tribunales electorales regionales en las elecciones parlamentarias, pues la calificación de éstas, en virtud del inciso primero del artículo 84 de la Ley Suprema, debe hacerla el Tribunal Calificador de Elecciones.


Por lo tanto, señor Presidente, de acuerdo al espíritu del proyecto y a sus líneas matrices, y sin perjuicio de eventuales perfeccionamientos a través de nuevas indicaciones, solicito al Senado rechazar el informe de la Comisión -en mi concepto, en ella se acogieron indicaciones que desvirtúan la idea original-, aprobar en general el texto primitivo del Gobierno y dejar las discusiones sustantivas atinentes a la residencia para una futura reforma constitucional, en caso de lograrse los consensos requeridos.
El señor DIEZ.- Pido la palabra.
El señor URENDA (Vicepresidente).- La había solicitado antes el Honorable señor Ortiz,
El señor ORTIZ.- Señor Presidente, es evidente que el Senado se anticipó bastante a esta iniciativa del Gobierno sobre el requisito de la residencia. En efecto, en la sesión 19a, en 18 de agosto del año pasado, me referí aquí en el Senado al requisito constitucional de residencia y, después de un análisis acerca de su alcance, en el cual expliqué cuál era, en mi opinión, el verdadero sentido de esa exigencia, pedí que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento se abocara al estudio del tema y emitiera un informe, cosa que hizo luego de escuchar el parecer de numerosas personas, entre ellas de juristas.


Estimo conveniente, en principio, aprobar la iniciativa en debate, con el objeto de que las distintas corrientes de opinión del país también tengan la certeza de que las personas que se presentan como candidatos reúnen las exigencias habilitantes; vale decir, los requisitos tanto de educación y edad, como el de residencia -que es fundamental-, establecidos en los artículos 44 y 46 de la Constitución Política.


Señor Presidente, tan importante es el requisito de residencia y tan delicada la situación que puede originar, que el propio constituyente, en el artículo 47 de la Carta Fundamental, contempla una excepción en favor de los Parlamentarios que, habiendo sido elegidos en una Región determinada y en razón de las actividades propias derivadas de su cargo deben trasladar su domicilio a la ciudad de Santiago, o a la Quinta Región. Según esa norma constitucional, se presume que, en tal caso, tienen residencia en el lugar que representan por el solo ministerio de la ley.


Esa disposición, en alguna medida, ratifica y reafirma la idea de que la residencia no es una cosa ficta o simbólica, sino que implica la condición de tener permanencia real, habitual, en la zona que se pretende representar en el Parlamento. Y como excepción -reitero-, el artículo 47 prescribe que los Parlamentarios en ejercicio pueden no tenerla allí efectivamente.


¡Es obvio que por razones de distancia los Parlamentarios, especialmente quienes representamos a las regiones extremas, vivamos en Santiago o en Valparaíso, y no en las respectivas circunscripciones! Y en el análisis que hicimos en su momento, dejamos establecido que las visitas a nuestras regiones o distritos -conforme se trate de Senadores o Diputados- no significaban tener residencia en dichas localidades, y que tampoco servían para acreditar residencia los contratos de arrendamiento de departamentos u oficinas suscritos en forma simulada.


Tienen residencia en un lugar aquellos que habitualmente desempeñan alguna actividad o trabajan en él. Por ejemplo, la tienen los directores de ciertas empresas, los dirigentes sindicales, o profesionales o empleados que desarrollan una función específica, o aquellos, como el caso de ex Ministros de Estado, que desean postular a cargos parlamentarios por regiones donde habitualmente pasan los fines de semana. Hay un contacto, una permanencia.


Eso demuestra que no estamos frente a un requisito egoísta. La residencia no es una sola. Está claro que, constitucionalmente, se puede tener más de una. Pero una persona que usualmente desarrolla labores en una oficina suya en la Capital -registra su domicilio allí, pues vive con su familia e incluso sus hijos concurren a colegios de Santiago- no puede pretender, por la vía de la simulación, tener residencia en todo Chile. ¡Eso es imposible!


Sin embargo, nos encontramos con candidatos de alternativa. Se nos dice: "Fulano de Tal puede ir por la Primera, Tercera, Quinta o Undécima Región". ¡Son una especie de hombres multifacéticos que, misteriosamente, tienen residencia en todo el territorio nacional! ¡Pero cometen errores garrafales! Cuando llegan a las distintas regiones que quieren representar, sus propios comandos electorales declaran: "Nos visita don Fulano de Tal". ¡O sea, no llega a su casa; no vuelve a la localidad donde reside, sino que está de visita! ¡Sus mismos dirigentes de campaña confirman que no tienen residencia en la zona!


Por eso, a mi juicio, es absolutamente correcto el propósito del Gobierno en orden a que exista certeza en este aspecto. Eso fue lo que planteé en agosto de 1992.


Por otro lado, ¿quiénes consultarán si cumplen o no el requisito de residencia? ¡Todos los que, en su fuero interno, saben que no la tienen! ¡Porque quienes realmente residen en un lugar, no necesitan formular esa consulta! ¡Ese hecho es tan obvio que nace y fluye del conocimiento de todos los vecinos!


¡El candidato Tal, o la candidata Cual; que viven en la comuna equis; que participan en la Junta de Vecinos; que son miembros del Centro de Padres y Apoderados del respectivo establecimiento educacional, cuyos hijos colaboran o compiten en las distintas actividades comunales o regionales, naturalmente que no van a ir a hacer esa consulta! Ellos tienen residencia.


No obstante, como nos interesa que al postulante que cumple el requisito de residencia no le pongan como compañero de lista, en virtud de la composición de los pactos, uno que no la tiene, somos partidarios de que haya certeza absoluta a este respecto. No sería justo que un candidato se perdiere, pese a obtener una alta votación, superior a la de su compañero de lista, por el hecho de que este último sea posteriormente descalificado y se pierdan sus votos, arrastrando con dicha pérdida de sufragios a aquél. Reitero la necesidad de que haya certeza en tal aspecto.


Es más: queremos impedir cualquier suspicacia en el sentido de que este proyecto de ley enviado por el Gobierno tenga el objetivo de favorecer a ciertas personas. Sabemos que ése no es su espíritu y, por eso, hemos formulado varias indicaciones tendientes, no a obstruirlo, sino a mejorarlo, a hacerlo más concreto, más claro. Y a quienes creen ver en ellas alguna traba, les aclaro que el único propósito que persiguen es que no haya ninguna duda con relación a esta exigencia.


¡Cómo no va a resultar curioso, para el hombre común, que un candidato pueda llegar ante el Director del Registro Electoral con una declaración jurada propia y le diga: "Señor, yo resido en tal parte"! Y que dicho personero le responda: "Bueno, con esta declaración jurada, usted me ha acreditado su residencia". Además, este hecho resulta inexpugnable, porque le da un título que nadie puede entrar a discutir.


Como nosotros deseamos que, en definitiva, nadie tenga siquiera un asomo de duda en este aspecto, o piense que aquí hay algo escondido, o que ésta es una ley con nombres y apellidos, formulamos indicaciones en la Comisión -la mayoría fueron acogidas-, agregando diversos incisos al artículo 2o bis del cuerpo legal que se modifica, a fin de darle más claridad y transparencia, que es, en el fondo, lo que anhela la chilenidad.


¿Por qué digo que se precisa más transparencia? Porque no podemos aceptar que la gente de la calle crea que se legisla entre gallos y medianoche, para personas o grupos específicos. ¡Aquí se está legislando para Chile!


Ahora bien, señor Presidente, si se estima que el requisito constitucional de residencia entorpece, en alguna medida, la posibilidad de personas que tienen sobrados méritos para postular a un cargo de representación popular, estoy cierto de que la inmensa mayoría de los Parlamentarios no tenemos problema en entrar a discutir derechamente el asunto. Pero no resulta conveniente, ni ajustado a la juridicidad, que, por la vía de los resquicios legales, alguien intente saltarse, a pie juntillas, los artículos 44 y 46 de la Constitución Política de la República.


Es verdad que a algunos no les gusta la Constitución; otros la defienden, aunque sólo sea parcialmente. Pero ella existe, es una realidad y por sus disposiciones nos regimos. En consecuencia, para evitar mayor debate, sería altamente recomendable que el Congreso recibiera del Ejecutivo un proyecto de ley interpretativo de los artículos44 y 46 de la Carta, en el cual se fijara su verdadero sentido y alcance, que, en mi opinión, es el que les dio la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamentó del Senado.



Señor Presidente, aunque, a mi modo de ver, los artículos mencionados de nuestra Carta Fundamental son extraordinariamente claros, anuncio que votaré favorablemente la iniciativa que nos ocupa, con la finalidad de dar mayor certeza al requisito de residencia. Pero, insisto: como muchos se empeñan en llegar a ser Parlamentarios por la vía de los resquicios legales -de tan triste memoria-, hemos procurado evitar su empleo mediante las indicaciones que presentamos en la Comisión.
El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Otero.
El señor OTERO.- Señor Presidente, el artículo 46 de la Constitución Política de la  República dice textualmente lo siguiente: "Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, dos años de residencia en la respectiva región contados hacia atrás desde el día de la elección, haber cursado la Enseñanza Media o equivalente y tener cumplidos 40 años de edad el día de la elección.". Esta es una norma imperativa, y, por lo tanto, si un candidato a Diputado o a Senador no cumple con alguno de esos requisitos, que son copulativos, su elección debe ser declarada nula. ¿Y a quién le corresponde resolver la nulidad? Al Tribunal Calificador de Elecciones. ¿Por qué? Porque si es elegida una persona que no tiene su residencia en la región, quien tenga interés en alegar sobre el particular podrá hacerlo y pedir la nulidad de la elección. Y no hay ninguna manera de impedir este procedimiento, puesto que la residencia es un requisito que establece imperativamente la Carta Fundamental, y su inobservancia produce la nulidad absoluta. Eso está claro.


Ahora bien, en caso de duda o de discusión respecto de la residencia, cabe señalar que ésta debe ser determinada a través de una sentencia ejecutoriada dictada por dicho Tribunal, a quien la Constitución Política le entrega la misión de resolver estos problemas. Ergo, la única manera de tener certeza de que la persona elegida cumple con el requisito de residencia se produce, conforme a la situación jurídica actual, cuando, por haber alguien reclamado sobre la materia, el Tribunal Calificador de Elecciones resuelve que "la persona ha cumplido con el requisito de residencia", o bien cuando, habiendo sido elegida, nadie protesta en contra de la validez de la elección.


Señor Presidente, el Gobierno ha presentado un proyecto de ley que se aparta totalmente de la Carta Fundamental, pasando ésta a ser letra muerta, porque, en el fondo, pretende cambiar toda una normativa -ella es lógica y consecuente en nuestro ordenamiento en Derecho- al determinar que el requisito de residencia quedará sujeto a la decisión del Director del Servicio Electoral, sin que haya proceso alguno que permita acreditarlo y sin que nadie pueda impugnar tal resolución. Al respecto, me pregunto: ¿esta iniciativa es realmente seria, o es una mascarada para hacer ilusorio el requisito establecido en la Constitución? Uno puede estar de acuerdo o no con lo consagrado en ella, pero si está en desacuerdo, lo lógico y lo adecuado es modificarla. Por eso pienso que lo correcto es decir derechamente que no se desea establecer ese requisito. Democráticamente, tendremos que demostrar en el Senado y en la Cámara de Diputados, a través de las votaciones correspondientes, si ello constituye o no la opinión del Congreso Nacional. Pero mientras no haya una reforma constitucional, no hay duda alguna de que el requisito de residencia es habilitante para declarar nula la votación, porque si el candidato no cumple con éste, no puede ser elegido ni Diputado ni Senador, como muy bien lo contempla la Carta.


¿Cuál es la razón que existe detrás de esa normativa? A todos quienes se interesan por su génesis, debo decirles que en la Comisión Constituyente hubo una extensa discusión en torno al tema y que ella nació a raíz de que el constituyente de 1980 cambió una serie de concepciones. En primer lugar, su deseo primitivo fue que hubiera el mismo número de Senadores por región, para que cada una de las regiones tuviera la misma representación en el Parlamento, cualquiera fuera su población, y en una reforma posterior se mantuvo de modo general esa línea, aumentándose en algunos casos a cuatro los Senadores por región; pero siempre con un propósito: que el Parlamentario viviera en ella o acreditara residencia en la misma, para que efectivamente en la Cámara Alta pudiera representar el interés de sus habitantes. Se podrá estar de acuerdo o no con esta filosofía; en todo caso, ella se encuentra inserta dentro de la Carta Fundamental y constituye su historia fidedigna.


Hoy día, el problema que se nos plantea es otro: el causado por la duda que puede surgir respecto de la residencia de un candidato o por impugnarse su elección invocándose las razones que dio el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra. ¿Basta que aquél arriende una casa para acreditar residencia en la zona? ¿Basta que la visite sólo los fines de semana? ¿Basta que saque el permiso de conducir en la región? ¿Basta que pague la patente de su automóvil en la misma? ¿Esos antecedentes indican que se cumplió con el requisito de residencia? Señor Presidente, el llamado a resolver el problema no es el Senado, sino el Tribunal Calificador de Elecciones mediante un fallo, siempre que reciba todas las pruebas -y posteriormente las pondere- de aquellas personas que dicen cumplir con ese requisito y de quienes lo impugnan.


Este proyecto de ley tiene precisamente por objeto dar una certeza previa en ese sentido, y esto no es una novedad, porque hoy día la acción de certeza existe en las legislaciones de todos los países. De manera que si las personas tienen duda acerca de la extensión, aplicación y alcance de la ley, en la medida en que se sientan afectadas por la posible interpretación que se dé respecto de ella pueden recurrir a los tribunales de justicia para que éstos le aclaren esas interrogantes. Y hay muchísimos casos que han sido fallados por nuestros tribunales en los cuales se reconoce la existencia de una acción de certeza.


En relación con el aspecto jurídico de la iniciativa del Ejecutivo, debo señalar que, pese a establecer una acción de certeza, ésta no es entregada al organismo jurisdiccional adecuado. Por eso, me he atrevido a usar el término "mascarada", pero no en forma peyorativa, sino simplemente para demostrar cómo el proyecto pretende hacer ilusorio el requisito de residencia que contempla la Constitución. Según esta iniciativa, el candidato que desee obtener la patente de residencia debe acudir por su cuenta ante el Director del Servicio Electoral, en un plazo determinado, y exhibir el recibo y el contrato de arrendamiento, la licencia de conducir y una declaración de 20, 30 ó 40 personas en la cual se indique que tiene residencia en la región. Y ese funcionario deberá certificar, para todos los efectos constitucionales, la residencia del candidato. Mi pregunta es ¿qué puede hacer dicho funcionario ante ello? Sólo tendrá que decir: "Sí, señor, conforme a los antecedentes que usted me ha proporcionado, cumple con el requisito de residencia", aunque los datos sean absolutamente inexactos y no correspondan a la realidad. Y desde ese momento la persona queda limpia como patena para ser elegida Diputado o Senador, no obstante que pudiera haber desacuerdo general -porque los afectados son todos los ciudadanos de la República- en cuanto a la resolución, toda vez que el candidato pudo haber entregado antecedentes equivocados al Director del Servicio Electoral y, sin embargo, su condición de residente no podría ser impugnada.


No obstante, a riesgo de estar muy errado, discrepo de esa interpretación, porque una resolución administrativa no puede pasar por encima del requisito establecido en la Constitución Política, cuyo incumplimiento -y esto no lo consagra la Carta, sino el Derecho- significará una nulidad absoluta de la elección. De manera que si aprobamos la idea del Ejecutivo tal como viene planteada en el proyecto, no solucionaremos el problema que nos ocupa, porque de todas formas podrá reclamarse por esa nulidad, y quien deberá resolver la situación será el Tribunal Calificador de Elecciones."


Señor Presidente, a ello obedecen las observaciones que se formularon en la Comisión, ya que no podría una persona, por sí y ante sí, sin ningún otro elemento que su propia declaración o los antecedentes que ella misma aporte, quedar habilitada por una mera resolución administrativa. Por eso, en el proyecto se ha establecido un procedimiento de tipo contencioso que resulta lógico; pero los plazos para consultar al Director del Servicio Electoral acerca del requisito de residencia han sido mal calculados, porque los 15 y los 45 días que figuran en él son insuficientes para que pueda cumplirse con ese trámite. Eso es lo primero. En segundo lugar, se fija un plazo de 48 horas -vale decir, dos días- para impugnar ese requisito. ¿Y es suficiente? ¿Puede alguien en ese tiempo reunir los elementos para hacer una impugnación mediante una demanda? ¿Qué prueba podría presentar? ¿Cuál prueba será admisible? ¿Qué sanciones tienen los candidatos que declaren en falso a través de escritura pública haciéndole un fraude a la ley? Nada de eso contempla el proyecto.


Por lo tanto, nos parece muy lógico y adecuado que exista un procedimiento para obtener una declaración previa de certeza. ¿Por qué? Por una razón muy simple: el que va a ser candidato debe estar advertido de todo lo que significa dicho proceso y, además, tener la seguridad de que cumple con los requisitos establecidos en la Constitución, a fin de evitar que realice una campaña electoral que, al final, pudiera terminar en la nulidad de su elección, Y más aún, ¿qué puede ocurrir en nuestro sistema electoral? Que en una determinada lista resulte ganador un Diputado o un Senador y que, a continuación, se declaren nulos los votos que obtuvo, a raíz de haberse impugnado su elección por no cumplir con el requisito de residencia, lo cual, evidentemente, permitiría que saliera elegida la persona que obtuviera menos sufragios que los necesarios para llenar la vacante. Estos son los contrasentidos que obviamente debemos solucionar.


Por eso, votaré favorablemente la idea de legislar, pero en el bien entendido de que debe reglamentarse la acción de certeza previa, para que consagremos un procedimiento claro, transparente, contencioso, en donde se respeten las normas del debido proceso y en donde todo ciudadano elector sepa que puede impugnar la declaración sobre cumplimiento del requisito de residencia si estima que ella no corresponde a la realidad. Además, es importante establecer plazos exactos y la forma en que se allegarán las pruebas, como también que la autoridad que resuelva en definitiva sea el órgano jurisdiccional contemplado en la Constitución: el Tribunal Calificador de Elecciones. Sólo frente a un fallo de este Tribunal, debidamente ejecutoriado, podremos tener la certeza de que el requisito de residencia no será impugnado y que las elecciones no serán declaradas nulas. ¿Por qué? Porque ese dictamen emanaría de un organismo al cual la Carta Fundamental concede la facultad para determinar si el candidato cumple o no con los requisitos correspondientes, y porque, obviamente, no podría ser modificado en modo alguno, en virtud de la excepción de cosa juzgada.


Si no adoptamos las normas del debido proceso y no regulamos adecuadamente este proyecto de ley, seremos tachados de que hemos aprobado una iniciativa para burlar la normativa constitucional. Si queremos eliminar el requisito, tengamos la honradez, la claridad y la transparencia para decirlo, y planteemos la reforma constitucional del caso. Si deseamos establecer una acción de certeza previa, como lo pretende el proyecto del Ejecutivo, tengamos también la transparencia y la seriedad para darle a esta acción el debido proceso y, además, para contemplar el derecho de todo elector de la República para exigir que sus candidatos cumplan con los requisitos que consagra la Carta Fundamental, a fin de que su voto no sea anulado con posterioridad.


Por estas razones, señor Presidente, votaré favorablemente la idea de legislar. Además, presenté hace mucho tiempo una indicación -debidamente renovada para que la conozca la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia- encaminada a que la acción de certeza cumpla con los requisitos mínimos del debido proceso, establecidos como garantía constitucional en el artículo 19.


Gracias, señor Presidente.
El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Diez.
El señor DIEZ.- Señor Presidente, comprendo la intención de dar certeza, no sólo a los candidatos, sino, fundamentalmente, a los electores en cuanto a que sus votos serán válidos en el proceso electoral. Lo que no entiendo es el espíritu selectivo del Gobierno en el sentido de tratar de reglamentar, por la vía legal, sólo una de las causales que pueden hacer vacilar tal certeza.


Para ser elegido Diputado o Senador hay que cumplir los requisitos de los artículos 44 y 46 de la Carta Fundamental, según corresponda, y no encontrarse en alguna de las situaciones previstas en el artículo 54 de la misma, que señala las inhabilidades. Asimismo, se rechazarán las declaraciones de candidaturas que no llenen las exigencias establecidas en los primeros 16 artículos de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


En consecuencia, buscar certeza sólo respecto de uno de los requisitos es, a lo menos, sospechoso.


Desgraciadamente, por estar en legislatura extraordinaria, sólo cabe pronunciarse sobre la idea matriz del proyecto, que se refiere únicamente al requisito de la residencia, pese a que los otros también han adolecido en el pasado de falta de certeza electoral. ¡Cuántas candidaturas independientes a Parlamentarios quedaron sin efecto por no cumplir la exigencia de la ley electoral (Párrafos 1o a 3o) relativa al número de firmas! Por su lado, los partidos políticos igualmente deben satisfacer ciertas condiciones para presentar declaraciones de candidatos: plazos, militancia, etcétera. Sobre todo esto es necesario que exista certeza.


Si el Gobierno no se hubiera limitado en el mensaje y en el proyecto al requisito de la residencia, lo lógico habría sido una acción de certeza respecto de todos ellos, porque cada uno puede llevar a la situación -inconveniente, en democracia- de que el electorado vote por un candidato posteriormente declarado inhábil, o que una persona que pretenda representar a un partido no pueda ser candidato por un fallo del Director del Servicio Electoral, en conformidad a los artículos 17 y 18 de la Ley sobre Votaciones.


Por eso, señor Presidente, voté negativamente en la Comisión. Fue el único voto en contra del proyecto.


Creo que debemos respetar la letra y el espíritu de la Constitución y perfeccionar las instituciones legales. Quiero hacer presente al Ejecutivo -igual como lo hice en el organismo técnico mencionado- que aún hay tiempo para presentar una iniciativa que abarque todos los requisitos y todas las posibles causales de inhabilidad, a fin de que se tenga certeza, por los candidatos y, lo que es más importante, por los electores, de que los sufragios serán válidos y cumplirán los fines políticos perseguidos por quienes los emitieron en el ejercicio de los derechos que otorga la Carta Fundamental.


Es indiscutible que este proyecto se originó en un hecho público y notorio -al cual ya se refirieron algunos señores Senadores-: que existen personas que aspiran a representar a diversos distritos o regiones, buscando, más que la vinculación con ellos, la conveniencia electoral; y que las cúpulas de los partidos políticos al efectuar arreglos electorales, tienen mucha libertad para acomodar sus listas.


No es eso lo que pretende la Constitución, sino la vinculación efectiva (tal como aparece en las Actas de la Comisión de Estudio de la Nueva Carta Fundamental, en palabras del ex Senador Jaime Guzmán, a propósito del requisito de la residencia para ser Diputado), de manera de afirmar el concepto de la regionalización del país. El requisito de residencia se hace hoy extensivo a intendentes, gobernadores, senadores, diputados, concejales, consejeros regionales, con el fin de confirmar la idea de que Chile debe irse descentralizando; los gobiernos regionales han de adquirir prestancia, y los Parlamentarios, vinculación efectiva y permanente con las regiones correspondientes.


Por eso, señor Presidente, voté en contra de la iniciativa del Ejecutivo, reconociendo que debemos establecer certeza electoral, pero no sólo para este caso, sino también para la inscripción de candidaturas independientes, para la inscripción de candidaturas de los partidos, para analizar si se está o no en presencia de alguna inhabilidad.


No olvidemos que existen inhabilidades que incluso pueden prestarse a dudas mayores que las aparentes que ofrece el concepto de residencia (las dudas no cómodas que éste suscita), como, por ejemplo, el desempeñar un cargo gremial o vecinal. ¿Cuál es el contenido de la expresión "gremial o vecinal"? Otra inhabilidad incide en tener contratos vigentes con el Estado. ¿De qué tipo de contratos estamos hablando? ¿Es uno de ellos el que se celebra con instituciones como el Banco del Estado? ¿Está inhabilitado para ser candidato a Diputado o Senador el que tiene préstamos o contratos pendientes con dicha entidad?


Lo anterior lo señalo por vía ejemplar, porque son muchas las causales de inhabilidad que carecen de certeza. Y el querer legislar únicamente sobre una de ellas, de una manera que me atrevo a calificar de anómala, entregando la resolución pertinente al Director del Servicio Electoral y no al tribunal competente, según el espíritu general de la Constitución, hizo que, muy a mi pesar, negara mi aprobación a la iniciativa del Gobierno en la Comisión. Como dije, fue el único voto en contra.


Sin embargo, señor Presidente, reitero mí disposición a analizar y votar favorablemente un proyecto que dé certeza electoral respecto de los requisitos en forma global -hago presente al Ejecutivo que aún estamos a tiempo para elaborar esa iniciativa-, de manera de cubrir no sólo la residencia, sino todos los elementos habilitantes y las causales de inhabilidad que señala nuestro sistema jurídico para postular a un cargo parlamentario.


He dicho.
El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.
El señor THAYER.- Señor Presidente, estamos frente a jun proyecto de la mayor importancia, cuya finalidad, en mi opinión, debe definirse con mucha claridad.


Anticipo que lo votaré favorablemente en general, porque creo que apunta a una situación que debe esclarecerse. Sin embargo, mi punto de vista más bien se orienta a procurar una ley interpretativa que, concitando un fuerte consenso en el Senado, declare el preciso sentido y alcance de los artículos 44 y 46 de la Constitución.


Me parece que la fórmula del proyecto del Supremo Gobierno de alguna manera resuelve el trámite de la presentación de candidaturas, pero no soluciona el problema de que se tache de nula una elección por quien haga presente ante el Tribunal Calificador de Elecciones que no se cumplió alguno de los requisitos señalados en las mencionadas disposiciones de la Carta Fundamental.


Tales preceptos, a mi juicio -tengo que ser franco-, inducen a error. Confieso que la primera vez que los leí y releí con atención, me dio la impresión de que estaban exigiendo como requisito, estrictamente, que el candidato hubiera residido en la región durante 2 años continuos, contados hacia atrás desde el día de la elección. Las normas no hablan de 2 años continuos, pero es importante dilucidar si, dándoles un correcto sentido, debiera entenderse que tienen ese carácter o no. A mi parecer, resulta absolutamente contrario a cualquier interpretación sensata de lo que son las regiones y los derechos de sus habitantes el que para las comunidades respectivas se establezca una especie de restricción para postular a cargos parlamentarios. Se puede dar el caso de un ciudadano que haya nacido, crecido y estudiado en una misma región. Pongo el hecho real de un ex Parlamentario que honró a este Honorable Senado, don Juan de Dios Carmona, quien nació y estudió en Antofagasta, fue alcalde de dicha ciudad, resultó elegido Diputado por ella y Senador por la región respectiva. No obstante, si en los últimos 2 años anteriores a una elección, por ejemplo, recibiera una destinación para servir 6 meses en el extranjero o fuera de la región, no podría ser candidato a Senador por ella.


¡Esto no puede ocurrir! Lo propio de las regiones es que procuren que a su gente más destacada o preparada la exalten o promuevan. Puede que alguien obtenga una beca para alcanzar, por ejemplo, un posgrado en alguna universidad extranjera y se doctore con las más altas calificaciones. Entonces, como durante ese tiempo estuvo en el exterior, aunque haya permanecido 20, 30, 40 ó 50 años en la región, no podría ser candidato por el respectivo distrito o circunscripción, si es que efectivamente se entendieran las normas en el sentido señalado, el que, a mi juicio, no es el correcto.


Por esa razón, me permito sugerir una indicación -que podrá tener otra redacción; acepto cualquier aporte en una dirección diferente- con el fin de dejar constancia de mi pensamiento.


A mi juicio, el Senado debiera estar conteste en que el preciso alcance y sentido de los artículos 44 y 46 de la Constitución Política del Estado es que los 2 años de residencia, contados hacia atrás desde el día de la elección a que se refieren dichos preceptos, pueden ser continuos o discontinuos y, por lo mismo, completarse con períodos menores de residencia real en la Región que en total no sean inferiores a dicho lapso. A mi entender, este principio cumple con el objetivo de asegurar que el candidato a Diputado o a Senador esté vinculado a la zona.


Me parece razonable que la Constitución Política exija una residencia efectiva y que ésta equivalga a un período prudente. Al respecto, puede discutirse si serían 2 ó 3 años. A mi juicio, 2 años es un plazo mínimo apropiado para que la ciudadanía quiera y decida soberanamente, en el plano local, exaltar a alguien al Parlamento. Pero no considero lógico que esos años correspondan a los inmediatamente anteriores al día de los comicios, sin que se tome en cuenta el hecho de que una persona que haya estado toda su vida ligada a la Región podría no cumplir con ese requisito precisamente por haber estado sirviéndola o por haberse destacado en la actividad que desempeña.


Por ese motivo, señor Presidente, pienso que una indicación interpretativa en el sentido que he expuesto -la cual debería contar con el voto favorable de 28 señores Senadores- respaldaría la disposición constitucional. Y permitiría que no tuviéramos que contentarnos con una norma que aunque despejase lo relativo a la inscripción de candidaturas, no haría otro tanto respecto del derecho de cualquier interesado para reclamar ante el Tribunal Calificador de Elecciones la nulidad del trámite efectuado por quien no reúna los requisitos de habilitación establecidos en los artículos 44 y 46 de la Carta Fundamental.


He dicho.
El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Díaz.
El señor DÍAZ.- Señor Presidente, la Constitución Política de 1925 no consagraba el requisito de residencia para ser elegido Diputado o Senador. Ello sólo se aplicaba en el caso de los regidores. La Carta Fundamental de 1980, en sus artículos 44 y 46, lo amplió a los cargos parlamentarios, fijando para este efecto un plazo de tres años, disminuidos luego a dos por la reforma materializada mediante la ley N° 18.825, publicada en el Diario Oficial de 17 de agosto de 1989.


La exigencia que nos ocupa es coherente con el actual proceso de regionalización del país y procura vincular al Parlamentario con la circunscripción electoral respectiva.


¿Qué entendemos por "residencia"? Ella no se encuentra definida por nuestra legislación, pero sí por la Real Academia de la Lengua Española. Su primera acepción es "Acción y efecto de residir.", y la segunda, "Lugar en que se reside.". A su vez, "residir" involucra la idea de "permanecer": significa "Estar establecido en un lugar.", o "Asistir uno personalmente en determinado lugar por razón de su empleo, dignidad o beneficio, ejerciéndolo.". Las otras numerosas acepciones para estos vocablos no se refieren a la obvia exigencia constitucional. Nuestro rico y milenario idioma despeja, así, la duda legislativa.


Por otra parte, la conformación del territorio del país por circunscripciones senatoriales y distritos -que corresponden a Regiones o a parte de ellas, de un modo acorde con la división político-administrativa por áreas geográficas- lleva implícito el concepto de representante de la Región. De lo contrario, se habría adoptado la tesis de Senadores o Diputados nacionales y ella se habría incorporado a la Constitución.


En el texto vigente se buscó, con el requisito de residencia, un arraigo efectivo a la Región, comprobable con hechos tangibles y con signos externos.


Leer los debates que el Consejo de Estado efectuó sobre el tema resulta muy esclarecedor, a fin de conocer los diferentes criterios de sus miembros. Por ejemplo, en la sesión 76a, de 12 de junio de 1979, su Presidente señaló, según consta en forma textual en las actas, que consideraba "profundamente inconveniente que de todas las personas aptas y capacitadas que existen en la capital de la República, sólo veintidós puedan llegar a la Cámara de Diputados".


¿Se olvidó o ignoró que fuera de Santiago viven 9 millones de chilenos, entre quienes es altamente probable que haya personas aptas y capacitadas para representar dignamente a sus coterráneos?


Estoy íntimamente convencido de que la capacidad y la aptitud políticas constituyen dones repartidos justamente a lo largo y ancho de todo el territorio nacional, y no son un patrimonio de la Capital.


Por otro lado, ¿es el Parlamento el único destino para esos preclaros ciudadanos? ¿Significa, entonces, que se pierden lastimosamente si no logran ser Diputados o Senadores? ¿Acaso no faltan en las universidades eminentes profesores; en las empresas, eficientes hombres de negocio; en la industria y la agricultura, gente esforzada; en la investigación, el arte y las letras, inteligencias y sensibilidades superiores?


Y la noble y difícil misión periodística, por ejemplo, ¿no necesita profesionales que, además de talentosos, sean -sobre todo ahora- "rectos como una espada y limpios como un rayo de sol", al decir de Radomiro Tomic?


En esta Sala hay Senadores que fueron rectores de universidades, cancilleres, ministros, embajadores, jefes de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, intendentes y gobernadores, dirigentes sindicales, decanos, altos funcionarios, directivos políticos, mujeres y hombres que mostraron su valor en múltiples actividades del quehacer nacional. Conociéndolos, sé que obedecieron a su vocación y usaron bien su talento, sin incurrir en frustraciones.


Resulta peligroso, en consecuencia, el argumento del Presidente del Consejo de Estado -desgraciadamente, tan compartido por muchos-, pues puede golpear como un bumerán. Porque, parodiándolo, yo podría decir que considero profundamente inconveniente que de todas las personas aptas y capacitadas que existen en las doce Regiones de Chile, sólo noventa y ocho puedan llegar a la Cámara de Diputados. ¿O este argumento vale sólo para Santiago?


Se esgrimen muchos razonamientos en contra del requisito constitucional de la residencia. Uno de ellos -y muy repetido- es que personalidades de la política fueron elegidas para un cargo parlamentario sin residir en las Regiones que representaron. Pero se olvida señalar que las Cartas anteriores a 1980 no establecían esta condición. Por lo tanto, no se faltó a la Ley Fundamental ni se engañó a la fe pública, aparte celebrarse esos comicios en un contexto marcado por un acendrado centralismo, superado hoy por un pujante regionalismo.


Se hace presente, entonces, otro planteamiento, en el sentido de que en 1989 no se exigió la residencia de los candidatos a Parlamentarios. Pero se omite un hecho principalísimo: muchos compatriotas no sólo carecían en esa época de residencia, sino también de ciudadanía. Al Honorable señor Sule, compañero de lista en la Sexta Región, le fue restituida su calidad de ciudadano chileno sólo escasos meses antes del 14 de diciembre de 1989, reparándose una flagrante injusticia.


Olvidar o ignorar antecedentes tan importantes, que fueron claves en las normas establecidas para la elección de aquel año, debilita la defensa de quienes impugnan la exigencia constitucional.


Admitida la realidad histórica y la existencia de la aptitud y la capacidad como patrimonio nacional, sin exclusividad alguna, podemos discutir si el requisito que nos ocupa es coherente con la legislación actual y la visión de país que tienen todos los chilenos.


No es la oportunidad -tampoco estamos abocados al tema- para analizar la situación de la Capital: desmesurado crecimiento demográfico, alimentado por la despoblación rural, y angustiosa lucha para sobrevivir como ciudad a escala humana. Estos aspectos fueron ampliamente debatidos al legislarse sobre la regionalización.


Hace pocos días -sólo el 23 de abril-, se constituyeron los consejos regionales en las doce regiones del país y en la Metropolitana, iniciando, así, una nueva etapa histórica en nuestra vida política. Todos sus integrantes, sin excepción -en la Sexta Región, al menos-, son auténticos residentes, con profundo arraigo en la zona, comprometidos con su progreso y decididos partidarios de que quienes los representen en el Parlamento tengan idénticas características. Han manifestado que no desean trabajar con personas a quienes deben presentarse, o presentar, y que prefieren hacerlo con aquellas con las cuales han compartido vida e inquietudes por años, o décadas. Eso es lo lógico, lo humano.


Nuestra legislación también apunta, en este sentido, hacia una real descentralización, una efectiva desconcentración y una autonomía regional. En esta línea se inserta el requisito de la residencia dispuesto para los representantes populares. No parece coherente -repito- que éstos, en el caso de las regiones, sean ajenos a ellas, en circunstancias de que se está fortaleciendo el poder regional.


Para precisar, el procedimiento relativo a la exigencia en examen -las otras son claras, en mi concepto-, el Gobierno ha enviado la iniciativa que debatimos, cuyo contenido se vincula con el artículo 17 de la ley N° 18.700, el cual establece que el Director del Servicio Electoral deberá rechazar, dentro de los diez días siguientes a aquel en que venza el plazo para efectuarla, la declaración de candidatura que no cumpla con los requisitos fijados en los artículos 44 y 46 de la Carta, que incluyen el de la residencia.


El texto en estudio incorpora a la ley N° 18.700 un mecanismo de consulta previo a la declaración e inscripción de candidaturas, en virtud del cual cualquiera que tenga interés directo puede solicitar al Director del Servicio Electoral que determine si se satisface o no la exigencia constitucional de que se trata. En definitiva, se procura cambiar la fecha de este pronunciamiento, pero manteniéndose el sistema.


Chile, al igual que la mayoría de los países, ha adoptado una política de regionalización, y con ella es coherente el requisito de residencia. Mientras éste se encuentre vigente, deberemos respetarlo; si en el futuro se pretende modificar, la decisión que cabe es personal. Desde ya, hago constar que rechazaré cualquier proposición tendiente a alterar lo referente a la residencia real de los candidatos a parlamentarios.


Estimo que el proyecto del Ejecutivo soluciona un problema de plazo, al anticipar la resolución que proceda en la materia, por lo cual lo votaré favorablemente.


He dicho.
El señor URENDA (Vicepresidente).- Propongo suspender el Orden del Día, a fin de que se rinda el homenaje anunciado en memoria del ex Diputado señor Edmundo Eluchans. Luego continuaríamos con la discusión del proyecto.
El señor HORMAZÁBAL.- Señor Presidente, eso supone prorrogar el Orden del Día por un lapso de tiempo equivalente, ya que hay Senadores interesados en hacer uso de la palabra sobre el tema que quedaría pendiente.
El señor URENDA (Vicepresidente).- Exactamente, Su Señoría. Como esta parte de la sesión debería finalizar a las 19, se contaría con alrededor de 50 minutos para seguir debatiendo la iniciativa en análisis una vez terminado el homenaje.
El señor HORMAZÁBAL.- Señor Presidente, sugiero dejar bien aclarado este punto. ¿A qué hora debería concluir el Orden del Día?
El señor URENDA (Vicepresidente).- A las 19, señor Senador.
El señor HORMAZÁBAL.- Son las 18:07.
Él señor URENDA (Vicepresidente).- Por lo tanto, restan 53 minutos, todavía.
El señor HORMAZÁBAL.- ¿Hay muchos inscritos, señor Presidente?
El señor URENDA (Vicepresidente).- Sí, señor Senador. Varios señores Senadores se hallan inscritos para intervenir. Y, además, la votación deberá verificarse en forma nominal.


Solicito el asentimiento de la Sala para que se rinda el homenaje de inmediato, por lo tanto, ya que correspondía efectuarlo a esta hora conforme al inicio normal del Orden del Día, que experimentó un atraso, lamentablemente.


Acordado.


Tiene la palabra el Honorable señor Romero.
HOMENAJE EN MEMORIA DE DON EDMUNDO ELUCHANS MALHERBE. COMUNICACIONES
El señor ROMERO.- Señor Presidente, Honorables señores Senadores:


No es una mera coincidencia que ayer la Cámara de Diputados y hoy el Senado de la República rindan un sentido homenaje a quien fue un brillante hombre público de la Quinta Región y del país.


Edmundo Eluchans Malherbe recibe el sincero y merecido tributo de ambas ramas del Congreso por su destacada trayectoria en el mundo de la política, de las leyes y de la cátedra.


Conocí por primera vez la lucidez de su genio y la elocuencia de su verbo, en el viejo Club Fernández Concha, sede del Conservantismo chileno, donde, como dirigente universitario, fui testigo del inicio de su relevante carrera parlamentaria, en los albores de 1957.


Con la fuerza y el vigor de una personalidad atractiva y fulgurante, pertenecía a una élite de figuras que marcaron un hito singular en la política nacional.


Junto a él, Sergio Diez, Hugo Rosende, Julio Subercaseaux y Luis Valdés descollaron con luces propias en las grandes alturas del foro doctrinario y político del país.


Abogado y docente universitario, su documentada y activa gestión de cátedra y profesional lo ubican entre quienes más han destacado tanto en las aulas como en los tribunales. Como abogado y consejero de empresas privadas, actividad que desarrolló hasta sus últimos días, contó con el valioso concurso de sus hijos Edmundo y José Domingo.


Fue un brillante alumno de la Escuela de Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso, que lo distinguió con el premio "Eduardo Lobos", instituido para calificaciones sobresalientes.


Como dirigente estudiantil, presidió tanto el Centro de Alumnos como la Federación de Estudiantes de ese Plantel, al igual que la Confederación de Estudiantes Universitarios de Valparaíso.


En 1963, siendo Parlamentario, fue nombrado Embajador Extraordinario del Gobierno del Presidente don Jorge Alessandri Rodríguez, ante una Asamblea de Naciones Unidas. En el período 1969-1973 integró el Tribunal Calificador de Elecciones.


En memorables comicios se incorporó a la Honorable Cámara de Diputados en representación de los Departamentos de Valparaíso y Quillota, desempeñándose entre los años 1957 y 1961. Reelegido para el período 1961-1965, entre 1964 y 1965 le correspondió ser Primer Vicepresidente de la Corporación.


Sus relevantes condiciones como docente quedan de manifiesto desde sus inicios, como profesor de Educación Cívica en el que fue su colegio, el Instituto Rafael Ariztía, de Quillota, y luego, como profesor de las cátedras de Derecho Constitucional y Civil en la Universidad Católica de Valparaíso, y de Derecho Civil en la Universidad Finís Terrae, de Santiago.


La Acción Católica Juvenil de la Diócesis de Valparaíso lo interpretó en su ideario social cristiano, y tuvo la oportunidad de trabajar con el Padre Alberto Hurtado en múltiples organizaciones y fundaciones.


La fundación Isabel Ariztía de Brown, en nuestra Región, constituye, tal vez, la mayor muestra de la dedicación nacida de su vocación de servicio al prójimo más necesitado, la que nunca lo abandonó. La conclusión de las obras del Refugio de Cristo, en Recreo, es uno de los últimos testimonios de la ayuda social a la que contribuyó por intermedio de esa entidad.


Iniciativas parlamentarias en las más diversas materias nos ha legado Edmundo Eluchans. Cabe destacar la llamada "Ley Eluchans" (N° 13.364), de 1º de septiembre de 1959, que respalda financieramente a la Municipalidad de Viña del Mar, con el objeto de adecuar el crecimiento turístico de la ciudad, la disposición de su barrio industrial y la urbanización de poblaciones obreras que crecían en los alrededores del plan. Gracias a ese cuerpo legal se inscribió, por primera vez en los anales legislativos, una servidumbre de vista al mar, que abarca desde "El Sauce" hasta la desembocadura del río Aconcagua, con prohibición de construir en la zona costera, lo que ha resultad básico para el posterior desarrollo turístico local.


Otra de sus creaciones, la ley N° 14.587, de 14 de julio de 1961, permite a la Ilustre Municipalidad de Valparaíso ordenar el crecimiento urbanístico del puerto, y defender eficazmente el plan de la ciudad, ante los continuos aluviones, mediante la construcción de importantes obras viales y civiles.


La Ley N° 15.173, de su patrocinio, otorgó franquicias para la internación de material destinado al Hospital de Niños de Viña del Mar.


Por último, la fundición de cobre de ENAMI, Ventanas, lo tuvo entre quienes la gestaron.


La dictación del Estatuto de Ferrocarriles del Estado, la construcción de obras viales y de regadío, el camino entre Casablanca y Valparaíso, así como la pavimentación de calles en diferentes barrios de Viña del Mar, Valparaíso y Quillota, el impulso al turismo en la Región, la organización de cuarteles de bomberos en Valparaíso y Quillota, se cuentan, también, entre sus iniciativas.


 En la Cámara de Diputados, integró las Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia, de Relaciones Exteriores, de Gobierno Interior y de Hacienda, y representó a esa Corporación en asambleas interparlamentarias. Colaboró decididamente, junto al sacerdote Jorge González Foster, en la creación de la Universidad del Norte, lo cual significó, tal vez, una de las culminaciones de su quehacer parlamentario.


Periodista de pluma ágil y aguda, se destacó en su colaboración a los diarios "La Unión" y "El Diario Ilustrado", en los que exhibió su inteligencia y claridad.


Hace poco, "El Mercurio" dio a conocer un emocionado testimonio público: "Edmundo Eluchans era el amigo en quien se podía confiar y con el que efectivamente se odia contar"... "en los buenos como en los malos días de nuestras vidas, sabía estar siempre presente con el consejo oportuno, la palabra afectuosa y estimulante, el apoyo y respaldo necesarios y con una inequívoca demostración de que compartía nuestros problemas, penas y alegrías".


Estas sentidas palabras revelan que, más allá de su personalidad como brillante abogado, conocía la amistad verdadera, en la que es indefinible cuándo se inicia una y termina otra.


Sin duda, la elocuencia mágica de Edmundo Eluchans y la consistencia de su sólido pensamiento serán recordadas por muchos como una vara muy alta de medir. En 1978, siendo Presidente de Radio Agricultura, lo invité a formar parte del escogido panel de comentaristas que abrirían el pensamiento pluralista del país, en momentos decisivos en que se debatían las bases del futuro nacional sentadas por la Constitución de 1980.


El reencuentro con Edmundo Eluchans en las elecciones senatoriales de 1989 no sólo me confirmó sus cualidades y hombría de bien, sino, asimismo, su temple, ante la ardua campaña que afrontó, presiento, ya tocado por su larga y difícil enfermedad.


Muchos en esta Corporación podrán referirse con mayor autoridad a Edmundo Eluchans Malherbe, a cuya distinguida señora, doña Florencia Urenda, así como a sus hijos y nietos, hago llegar nuestro sincero pesar. Por mi parte, en nombre propio y de la Sala de Senadores de Renovación Nacional, he rendido este homenaje a una destacada personalidad de la Quinta Región, que, como uno de los más brillantes Parlamentarios de ésta, proyectó su acción a nivel de todo el país.


He dicho.
El señor URENDA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.
El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, en nombre del Comité Independiente de 6 Senadores y en el mío propio, quiero honrar la memoria de Edmundo Eluchans, cuyo fallecimiento nos duele hondamente.


Es también nuestro, en efecto, el profundo sentimiento que su partida ha significado para su familia, para sus amigos, para quienes tuvieron el gran agrado de conocerlo.


Fue Edmundo Eluchans, en verdad, una figura inestimable para quienes lo tratamos y compartimos sus ideas, concebidas con originalidad, expresadas con brillo y defendidas con valor, aun en las más adversas circunstancias.


Sus dotes, muy superiores a lo común, dieron relevancia a su participación en el Congreso Nacional: ocho años en la Cámara de Diputados, durante los cuales materializó una labor fructífera, producto de su gran acervo cultural, la solidez de su formación jurídica y su elegante elocuencia.


Sin duda, lo deseable es que su tiempo como Parlamentario hubiera sido más extenso, pues hoy sería todavía superior el legado de su aporte a la obra legislativa, para mayor bien del país.


Igualmente fecundo es el balance de sus realizaciones al recordar a Edmundo Eluchans desde la perspectiva del foro, de la cátedra universitaria, de la abogacía, de la labor empresarial, del periodismo de opinión, actividades todas que desempeñó con sobresaliente versación y elevado criterio.


Fue un docente de excepción, inspirado por su vocación formadora de la juventud, a la que quiso transmitir cuanto fuera posible de su conocimiento.


Líder natural, a los 20 años presidía la Confederación de Estudiantes Universitarios de Valparaíso.


Jurista connotado y pensador del Derecho, su tesis para titularse de abogado, "Sociología cristiana: ensayo de filosofía política", indicaba una muy temprana -tenía entonces 22 años- y particular inquietud intelectual. A esa misma edad era ya redactor editorial de un importante diario, y a los 30 ingresó a la Cámara de Diputados.


En ella, como miembro de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, tuvo ocasión de efectuar aportes enriquecedores para nuestro ordenamiento jurídico. Integró, asimismo, y con un resultado igualmente fecundo, las Comisiones de Minería e Industria, de Relaciones Exteriores y de Hacienda, en todas las cuales fue relevante su contribución ilustrada y ecuánime. La sola enumeración de estas Comisiones es expresiva de la multiplicidad de sus capacidades.


Como académico, ocupó las cátedras de Derecho Civil y de Derecho Constitucional, y en la vida pública impulsó la creación de la Universidad del Norte.


Hombre de acción, destacó como empresario y consejero determinante de muchas grandes empresas. Fue, también, uno de los promotores de la refinería de cobre de Ventanas, así como de hospitales y salas cunas en Valparaíso, entre otras numerosas iniciativas legales especialmente destinadas a mejorar la condición de los más desvalidos.


Conocemos y admiramos su obra intelectual, política y profesional. Ella pertenece ahora a la historia del país.



Debe mencionarse, además, aunque él nunca lo hizo, aquella otra obra suya, no menor, que realizó calladamente en favor de gran cantidad de necesitados. La recordamos aquí, porque de ese modo se completa la semblanza de un hombre superior, no sólo por su intelecto, sino, también, por su capacidad de entrega a sus semejantes. Creemos que su ausencia hace evocar hoy especiales sentimientos de gratitud y reconocimiento a muchos que recibieron tantas y tantas veces las manifestaciones de esa caridad que practicó en silencio.


Frente a la conjunción de todos estos dones, es natural que el término de su vida nos haya dolido profundamente. Pero la vida de Edmundo Eluchans fue tan intensa, tan temprana en el despliegue y entrega de sus virtudes, que no cabe sino concluir que su existencia alcanzó la plenitud.


Así lo demuestra, incluso, la larga prueba final a que fue sometido, que sobrellevó con serena lucidez. También en eso tuvo grandeza.


Eso es plenitud alcanzada, y, al reconocerla como tal, nos es más fácil aceptar su partida, recordándolo con afectuosa admiración.


Al concluir, queremos hacer llegar a su distinguida familia, y, muy especialmente, a su viuda e hijos, nuestro homenaje a Edmundo Eluchans, junto con todo nuestro afecto.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Soto.
La señora SOTO.- Señor Presidente, no tuve la oportunidad de conocer a Edmundo Eluchans, ni de pertenecer a su círculo íntimo, pero, en nuestra Región, constituye una leyenda que sobrepasa las áreas en que habitualmente se desempeñó. Me refiero tanto a la cátedra, en la que se distinguió no sólo por su afán de inculcar el rigor jurídico, sino asimismo por procurar la formación de profesionales verdaderamente humanistas, como a los tribunales, donde se escuchó su voz clara, inteligente y, a veces, apasionada.


Era reconocida su capacidad de polemista, pero de polemista fino. No recurría jamás a la descalificación de su oponente; no utilizaba jamás ideas o argumentos subalternos. Y éste es un ejemplo que no sólo queda para esta zona -que lo conoció y que, seguramente, lo añorará-, sino, igualmente, para todo el país.


Quiero rescatar, también, lo que hizo por la Quinta Región. Las personas humildes lo veían como alguien que no se hallaba situado en Una tribuna, sino a la par; como alguien con quien podían conversar sus problemas. Desde el ámbito del Parlamento, pensó para esa gente, y tuvo, además, la fineza de saber dar a los más desvalidos, a los más humillados. Y hablo de "fineza", porque, al dar, conseguía que no se sintiera que lo estaba haciendo. El, simplemente, compartía. Esto es algo muy importante de destacar hoy, cuando verdaderamente existe una crisis de valores en nuestra sociedad.


Creo que el homenaje que hoy se rinde en memoria de Edmundo Eluchans es absolutamente merecido, y me gustaría que su viuda y sus hijos supieran que hemos participado en él con emoción.


Muchas gracias.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Mc-Intyre.
El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, Honorables Senadores:


Al adherir al homenaje que se rinde hoy en memoria del ex Diputado señor Edmundo Eluchans Malherbe, quiero referirme especialmente a su altruismo, faceta de su personalidad por la cual lo conocí y que no sólo lo destacó desde su banca en la Cámara Baja, sino también en las actividades que desarrolló hasta que el Señor decidió llamarlo a su lado.


En su calidad de Diputado de la República, en los dos períodos en que le tocó servir impulsó legislación en beneficio de organizaciones de servicio público, como los Bomberos de Valparaíso y Quillota; de establecimientos educacionales, como la Escuela Técnica Gratuita Regina Pacis, dependiente de las Monjas Francesas; de ayuda al menor, como la Casa de Huérfanos de Valparaíso, la Sociedad Pro Ayuda al Niño Lisiado y el Hospital de Niños y Cunas de Viña del Mar, consiguiendo también la aprobación de franquicias para la internación de elementos requeridos por instituciones religiosas en general.


Pero además, consecuente con ese enfoque de su quehacer legislativo, don Edmundo Eluchans cooperó activamente en distintas instituciones benéficas, a las que dedicó mucho tiempo y esfuerzo. Fue así como, en su condición de miembro del directorio de la Fundación María Teresa Brown de Ariztía -cuyas reuniones atendía con puntualidad, viajando desde Santiago especialmente para ello-, asesoró por un lapso de 20 años al párroco de la iglesia de San Antonio -de la cual depende dicha entidad-, Félix Escudero, y durante 7 años a su sucesor, Jaime Astorga.


En su larguísima trayectoria como miembro del directorio de tal Fundación, apoyó siempre entusiastamente, entre otras, las solicitudes del Refugio de Cristo, de las Hermanitas de los Pobres, del Hospital de Niños y Cunas de Viña del Mar, y del Liceo Parroquial de San Antonio, contribuyendo con ello a la realización de las beneméritas obras de esas instituciones.


En momentos en que un problema de ética y moral afecta a nuestra sociedad, la trayectoria de don Edmundo Eluchans debería constituir un ejemplo para todos, ya que él, tanto desde la tribuna del Parlamento como desde las entidades a que perteneció, siempre que alzó su voz y emitió su voto lo hizo en perfecta consecuencia con su integridad monl y su sincera vocación de servicio. Tanto las mociones que presentó en la Cámara de Diputados y que se convirtieron en ley como los proyectos que apoyó en sus actividades privadas perdurarán en continuo beneficio de importantes entes nacionales que, sin fines de lucro, contribuyen a la seguridad, bienestar y educación de quienes más lo necesitan. Su partida enluta a esos sectores de nuestra sociedad, y tanto a ellos como a sus familiares y amigos, especialmente, hago llegar mis sentidas condolencias.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor González.
El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, Honorables colegas:


Deseo adherir al homenaje que se tributa esta tarde a un distinguido hombre público: don Edmundo Eluchans Malherbe. Lo hago, no como un gesto de cortesía hacia sus familiares aquí presentes, sino muy sinceramente.


Conocí a don Edmundo Eluchans cuando iniciábamos la campaña parlamentaria de 1989, y desde la primera vez que estuvimos juntos, en un programa de televisión o de radio, pude apreciar sus grandes dotes de caballerosidad.


Y quiero relatar un hecho inédito que es conveniente que su familia conozca.


A muy poco de la elección, fuimos invitados a un importantísimo programa televisivo. En los días anteriores se habían producido encuentros muy violentos entre distintos políticos. Nos reunimos esa noche en el canal, y conversamos. Le pregunté si estimaba que hacía bien a la sociedad chilena, a la política, a nuestra civilidad, la violencia que se estaba viendo en los programas de televisión, y me dijo que tenía la profunda convicción de que era muy dañino para ellas. Lo invité, entonces, a que realizáramos un programa de alto nivel. Lo aceptó gustosísimo. Y en un foro difícil, de muy larga duración, mantuvo esa caballerosidad que siempre lo distinguió en su vida profesional, personal y política. Terminé rindiéndole homenaje al finalizar el programa.


No deseo hablar hoy de la vida pública de don Edmundo Eluchans. Sólo quiero decir que sobresalió por la claridad de sus ideas, la brillantez de su verbo, la firme convicción de su pensamiento profundo. Sin embargo, para mí, por sobre todo, se destacó por sus dotes de excelso caballero y hombre de bien.


En nombre del radicalismo chileno y de la bancada radical-socialdemócrata del Senado, rindo un sincero homenaje a ese caballero de la política y expreso a su viuda e hijos nuestras sentidas condolencias.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lavandero.
El señor LAVANDERO.- Señor Presidente:


Quiero en esta oportunidad adherir al justo homenaje que se rinde hoy a Edmundo Eluchans, pero no sólo en nombre de los 13 Senadores democratacristianos, sino también en forma personal.


Edmundo Eluchans fue Diputado del Partido Conservador, y posteriormente, del Partido Nacional. Representó a Valparaíso y Quillota entre 1957 y 1965, en dos períodos consecutivos.


Fue un inteligente y extraordinario Parlamentario. Ocupó la Vicepresidencia de la Cámara Baja y la Presidencia de su Comisión de Hacienda. En esos dos períodos me tocó compartir como Diputado las tareas legislativas de la época, y a posteriori, recibir de manos de Edmundo Eluchans la Presidencia de dicha Comisión.


Le conocí, por lo tanto, profundamente.


Siendo un buen cristiano, defendió con calor, brillantez y entusiasmo su visión política sobre la sociedad en que él creía. Muchas veces discrepamos en la interpretación de esos valores. Pero no hay duda de que su posición fue honesta y sincera: defendió siempre lo que pensaba y estimaba correcto.


Su inteligente ironía fue invariablemente un arma temible y terrible. Sin embargo, supo compartir con calidez la amistad al interior de la Cámara de Diputados, donde fue admirado por colegas partidarios y adversarios.


Al recordarlo hoy y rendirle homenaje, quiero que estos sencillos e improvisados conceptos sean transmitidos a su esposa, señora Florencia Urenda, y a sus 8 hijos y 32 nietos, en nombre de la Democracia Cristiana y de este Parlamentario, su adversario político de ayer, quien siempre lo respetó y admiró, aun en medio de la dura lucha política que a ambos nos correspondió asumir.


Edmundo Eluchans: en tu memoria, un homenaje afectuoso del amigo, del colega Parlamentario y del adversario.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantuarias.
El señor CANTUARIAS.- Señor Presidente, Honorable Senado:


Con especial y sincero sentimiento, deseo sumarme a este homenaje póstumo que con justicia el Senado rinde esta tarde al ex Parlamentario y destacado hombre público don Edmundo Eluchans Malherbe, fallecido recientemente, tras sufrir una larga y penosa enfermedad.


Estoy cierto de que la partida de don Edmundo enluta con particular significación y dolor a los habitantes de la Quinta Región, a la cual llegó a radicarse a muy temprana edad y desde donde desarrolló, con reconocido brillo e incansable perseverancia, sus múltiples facetas de abogado, periodista, académico, filántropo, político, parlamentario, hombre público y padre de familia.


Don Edmundo fue un hombre de bien, y así lo testimonian sus numerosos legados, que hoy atesoramos junto a su familia, la cual nos acompaña en las tribunas.


Como Diputado por Valparaíso y Quillota, entre 1957 y 1965, realizó un fructífero trabajo, no sólo en beneficio de los habitantes de su Región, sino también de otras zonas geográficas, patrocinando diversos proyectos que dieron origen a leyes que han permanecido hasta nuestros días como herencia de una infatigable y visionaria labor. A los temas propiamente locales -como la complementación de las obras del Hospital de Niños de Viña del Mar, el patrocinio de iniciativas legales que tenían por objeto fomentar el turismo en la Ciudad Jardín y los diversos programas de urbanización impulsados en Valparaíso, Quillota y ciudades próximas- se suma el valioso aporte efectuado en materias como el Estatuto de Ferrocarriles del Estado y el mejoramiento de las condiciones de trabajo en los sectores agrícola y portuario.


En esos y en otros tantos asuntos en que le correspondió intervenir, don Edmundo destacó entre sus pares por su brillante oratoria y agudeza intelectual, cualidades que supo conciliar con un sentido de respeto y deferencia hacia sus adversarios políticos, entre los cuales -y aquí hemos tenido una elocuente muestra- en más de una ocasión surgieron grandes amistades.


Son muchas las generaciones que nos podrían ilustrar acerca de los conocimientos y dotes intelectuales de don Edmundo. Como hombre ligado estrechamente al Derecho, supo transmitir a sus alumnos esa suerte de fervor que sentía por las disciplinas jurídicas, primero en el área de la Educación Cívica, durante su permanencia en el Instituto Rafael Ariztía, de Quillota; luego, como profesor de las cátedras de Derecho Constitucional y Derecho Civil, en la Universidad Católica de Valparaíso; y finalmente, como profesor de Derecho Civil en la Universidad Finís Terrae, de Santiago. En el desarrollo de cada una de sus cátedras, don Edmundo se empeñó resueltamente por encender en los jóvenes estudiantes esa fascinación que sentía por las ciencias jurídicas, compartiendo con ellos largas jornadas en las que desarrollaba al máximo sus particulares dotes y talentos.


En el ámbito de la abogacía, don Edmundo destacó igualmente con singular profesionalismo. Quienes lo tuvieron como defensor y quienes lo conocieron en los foros judiciales pueden dar testimonio del celo, entrega y tenacidad con que enfrentaba cada una de sus causas, en las que ponía todo su empeño, pero siempre estando dispuesto a aceptar el veredicto de la justicia, que veneraba con especial ahínco.


Su labor en el diario "La Unión", de Valparaíso, y en "El Diario Ilustrado"; su aporte a importantes compañías e instituciones financieras; su participación en múltiples organizaciones de beneficencia pública, hablan de otras tantas facetas de este hombre de bien, cuya partida deja un gran vacío que enluta a todo el país.


Don Edmundo se ha ido, pero nos ha entregado un valioso legado y ejemplo. Como hombre destinado a servir grandes causas, nunca supo postergar a su familia. Como hijo, esposo, padre y abuelo, brindó cariño y, junto con ello, formación. Su familia de 8 hijos y 32 nietos, a los que se dedicó unido a su amada esposa, doña Florencia Urenda, es quizá la mayor de sus obras.


En nombre de la bancada de Senadores de la Unión Demócrata Independiente, y muy especialmente en el mío propio, quiero expresar a la familia de don Edmundo mis condolencias en estas horas de dolor, que son también horas de esperanza para quienes, como él, compartimos la fe en el amor del Señor.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri.
El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, en nombre del Comité Independiente de 3 Senadores, y particularmente en el mío propio, adhiero en forma muy sincera a este justo homenaje que se rinde en memoria del ex Diputado don Edmundo Eluchans Malherbe.


Aquí se han destacado las cualidades, los merecimientos y las realizaciones de ese insigne hombre público, con cuya desaparición Chile pierde a un ciudadano eminente. Sin embargo, quiero recordarlo en forma más personal y hacer también un acto de agradecimiento, porque si hubo alguien que defendió con ahínco y brillo la actuación del Gobierno que rigió los destinos del país entre 1958 y 1964, fue precisamente don Edmundo Eluchans. Lo recuerdo con su ingenio, con su combatividad, en las conversaciones que tenían lugar en Morandé 80, en aquellos tés de panimávidas y galletas de agua, donde descollaba por su incisiva agudeza, que después trasladó a su actuación en el Parlamento.


Por eso, en este momento quiero rendirle homenaje y, al mismo tiempo, agradecerle su fecunda labor en una época en que, indudablemente, se constituyó en uno de los puntales del Gobierno.


Hago llegar a su viuda y a sus hijos -aquí presentes- y a toda su familia mi más sentida condolencia, reiterando la admiración que, atendidas sus condiciones de gran chileno, sentí por don Edmundo Eluchans.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Diez.
El señor DIEZ.- Señor Presidente, Honorable Senado, señora Florencia Urenda viuda de Eluchans e hijos:


Cargado de emociones, añoranzas y pesares, quiero dejar testimonio en las actas del Senado de lo que significó para la política chilena Edmundo Eluchans.


Pretendí escribir este homenaje, pero no me fue posible. Cada vez que recordaba un episodio de nuestra larga vida juntos, ahí estaba presente Edmundo con su gesto, su palabra, su alegría, su vida. Era imposible un reconocimiento escrito en memoria de una persona que estaba viva mientras uno trataba de ordenar las ideas.


Nos conocimos siendo muy niños. Tuvimos una formación casi idéntica. Los Hermanos Maristas dejaron en ambos la huella profunda e indeleble del pensamiento cristiano, y el Partido Conservador fue el canal que los dos elegimos para transformarlo en vocación pública.


Se han recordado aquí las leyes con que manifestó su cariño y afán de servicio por su Región, por Valparaíso. Pero no son ésas las imágenes que tengo más grabadas en mi memoria. Destacan, para mí, la defensa y fidelidad a sus principios: la defensa de la familia cuando se hizo en el Congreso un intento de ley de divorcio; la defensa de la libertad de enseñanza cuando estaba de moda y era progresista ser partidario del Estado Docente; la defensa de la libertad de trabajo cuando el Estado aherrojaba ésta con mil pretextos y cuando muchas veces los sindicatos constituían un yugo para numerosos trabajadores que no pertenecían a ellos.


¡Qué elocuencia y brillo en sus palabras! Quizá era lo que más se notaba. Pero sus cualidades más valiosas fueron la firme y permanente fidelidad a sus principios; la lógica implacable de su razonamiento; el estudio, y el amor a la verdad.


Su vocación política fue múltiple. La ejerció en la cátedra, en la profesión, en el consejo y en la compañía, que nunca nos negó. ¡Cómo olvidar las ocasiones en que -ya en su oficina, ya en la mía, ya en el local del viejo Senado-, a veces los dos y a veces con Jaime Guzmán, discutimos, conversamos y analizamos nuestro sueño de un sistema jurídico no neutro; de una Constitución que defendiera valores, hecha para el hombre; de un país que mirara hacia el centro de la existencia de todos los individuos; de una nación que mirara hacia lo eterno!


Pero, junto a tales características, resaltaba su asombrosa eficiencia como legislador, y quizá con mayor propiedad, más que el brillo de su discurso, la lucidez y la lógica de su escritura.


Recuerdo las leyes de las reformas financieras, al comienzo de la Administración Alessandri; el cambio del tipo de moneda, la Ley Orgánica de Presupuestos, la Ley de la Cuenta Única Fiscal; después, en uso de facultades extraordinarias otorgadas por el Parlamento a ese Gobierno, la discusión y redacción del decreto con fuerza de ley N° 2, y la Ley de Cooperativas, donde su espíritu cristiano y doctitud de jurista dejaron una huella imborrable, y tal vez anónima, como tantas veces ocurre en este Parlamento.


Su vida fue señera, única, recta. Y quizá no hay mejor manera de decirlo que enumerar las instituciones donde sirvió y vivió: la Acción Católica, el Partido Conservador -entonces, confesional-; las fundaciones de caridad, la Universidad Católica de Valparaíso, la Universidad del Norte,


Pareciera que el sello de lo divino impregnara de valor sus acciones humanas. Y, por eso, Dios fue con él generoso en su familia: en el amor y en el encanto de su mujer, en el cariño de sus hijos, en lo que siempre lo rodeó.


Fue generoso hasta lo último. Valiente en las horas difíciles. Ofreció a Dios su brillo y su angustia. ¡Fue un hombre cabal!


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).- Ha terminado el homenaje.
El señor LAVANDERO.- ¿Se transcribirá a la familia de don Edmundo Eluchans, como se ha solicitado, el texto del homenaje rendido?
El señor DIEZ.- En nombre del Senado.
El señor VALDÉS (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en tal forma.


--Se acuerda el envío de la comunicación pertinente en nombre del Senado.
El señor VALDÉS (Presidente).- Se suspende la sesión por cinco minutos.

)---------------(



--Se suspendió a las 18:49.



--Se reanudó a las 19:6.
)---------------(

El señor VALDÉS (Presidente).- Continúa la sesión.
MODIFICACIÓN DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS
El señor VALDÉS (Presidente).- Prosiguiendo con la discusión del proyecto que introduce un artículo 2o bis a la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, tiene la palabra el Honorable señor Hormazábal.
El señor HORMAZÁBAL.- Señor Presidente, al entrar al debate sobre este tema, debo hacer presente que me ha llamado la atención, no el hecho de la discrepancia -que es natural en la actividad humana y en quienes desempeñamos funciones legislativas cuando en forma distinta sobre los diversos asuntos sujetos a nuestro conocimiento o que intentamos plantear como soluciones para enfrentar los problemas que tiene el país-, sino el uso de cierto lenguaje.


He escuchado decir aquí que esto es una "mascarada". A otro distinguido Senador de Renovación Nacional le he oído manifestar: "Me parece sospechosa la actitud del Gobierno con este proyecto de ley". En mi opinión, no es una "mascarada", porque, de acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española, no veo ningún "Festín o sarao de personas enmascaradas", ni una "Comparsa de máscaras" y tampoco una "Farsa, enredo, trampa para engañar.".


En segundo lugar, tampoco observo ninguna actitud "sospechosa", porque "sospechoso" o "sospechosa" es aquello "Que da fundamento o motivo para sospechar o hacer mal juicio de las acciones, conducta, rasgos, caracteres, etc.," o aquel "Individuo cuya conducta o antecedentes inspiran sospecha o desconfianza.".


Pues bien, creo que el Gobierno del Presidente Aylwin no cabe en ninguna de estas categorías. Y, por lo tanto, el proyecto de ley en estudio puede ser objeto de discrepancias, legítimas en una sociedad democrática, pero no puede ser descalificado con conceptos que no corresponden al debate que debemos mantener.


¿De qué trata la discusión? ¿De cambiar la Constitución, que en la norma pertinente establece el requisito de residencia? No. En el proyecto del Ejecutivo no está planteado en esos términos. Y de estarlo, ¿es un tema que haya tenido siempre una interpretación única en el país? Sobre el particular, debo señalar que ya la Constitución de 1823, en el artículo 37, exigía: "Para ser Senador se requiere:" "3o. Residencia inmediata por tres años". Sí. El Constituyente de 1823 consideró razonable una norma de esa naturaleza, pero no lo estimaron así los Constituyentes de 1828, de 1833 y de 1925. Incluso, en el debate habido sobre la materia durante el Régimen anterior, ni la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, ni el Consejo de Estado, juzgaron pertinente incorporar el requisito de residencia para ser elegido Senador. Por consiguiente, no es efectivo que la iniciativa en debate contradiga una línea jurídica o política que se ha mantenido en el tiempo; ni tampoco lo haría un eventual proyecto que introdujera una reforma en ese sentido. Entonces, éste es un tema legítimo de controversia, acerca del cual Senadores de Gobierno o de Oposición -como ha quedado demostrado aquí- podemos sostener opiniones diferentes. Y el estudio acucioso del informe de la Comisión de Constitución muestra precisamente que una vez más en el Senado, en una discusión del más alto nivel, las fronteras partidarias no son obstáculo para defender posiciones divergentes.


Por eso, no corresponde decir que esto es una "mascarada" o que aquí hay una actitud "sospechosa", porque el proyecto alude a una materia sobre la cual existe legítima controversia entre personas que, usando su criterio político y jurídico, tratan de despejarla, por cuanto pareciera haber algunos elementos de confusión.


Por otra parte, en la página 3 del mensaje del Ejecutivo se establece que "El concepto de residencia no se encuentra definido en nuestra legislación,". Este hecho no ha sido controvertido en nuestro análisis. Y la Comisión que estudió en su oportunidad el punto, como lo han recordado otros Honorables colegas aquí, también concluyó exactamente lo mismo, es decir, que el concepto de "residencia" no se encuentra debidamente acreditado. De modo que lo que el Gobierno está haciendo es tratar de presentar una fórmula -con la cual se puede coincidir o discrepar- para solucionar un problema no debidamente resuelto en los textos constitucionales o legales pertinentes.


La modalidad propuesta por el Ejecutivo ¿altera la esencia del sistema de la Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y Escrutinios? ¿No habrá aquí una sospecha de que se quiere cambiar el sistema establecido durante el Régimen anterior? ¿No será ésta una farsa montada para disfrazar un objetivo oculto de tal o cual entidad? La verdad es que nuevamente la respuesta es negativa, porque sucede que el procedimiento dispuesto en el proyecto del Ejecutivo para disipar la duda sobre el concepto jurídico de residencia se basa en los órganos consagrados en los artículos 17 y 18 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, que respectivamente señalan que "El Director del Servicio Electoral, dentro de los diez días siguientes a aquel en que venza el plazo para la declaración de candidaturas, deberá aceptarlas o rechazarlas.", y que "Los partidos políticos y los candidatos independientes podrán, dentro de los cinco días siguientes a la publicación de la resolución a que se refiere el artículo anterior, reclamar ante el Tribunal Calificador de Elecciones.".


¿Estamos aquí ante una sospecha o farsa de querer cambiar el sistema establecido? Categóricamente: no hay prueba, ni en el texto ni en las intervenciones del Ejecutivo ni en la forma como se ha planteado el tema, de que se esté alterando tal sistema. Se está recurriendo a los mismos órganos consagrados en la ley vigente.


¿Qué se pretende? Se procura alcanzar un objetivo que todos los juristas y los legisladores debemos compartir: tratar de despejar los temas de inseguridad jurídica para que la conducta y accionar de los candidatos esté acorde con normas precisas respecto al ejercicio de ciertos derechos. Y, entonces, como no se ha definido el concepto de residencia -ni siquiera se entra a definirlo-, se dice: "El órgano competente para ello lo resolverá". Recordemos también que éste es un órgano competente no sólo para resolver el tema de la residencia, sino también el de las inhabilidades y de otros que la Constitución consigna y que profusamente citó el Honorable señor Diez con anterioridad. O sea, respecto del mismo funcionario y del mismo órgano judicial a los cuales la ley vigente entrega la calificación del requisito de residencia o de otros, el Gobierno está proponiendo el establecimiento de una modalidad que permita una consulta previa al vencimiento del plazo de la declaración de candidaturas. Porque si el control a que por ley está obligado a ejercer el Director del Registro Electoral se efectúa después de cerrado ese plazo, podría afectarse el legítimo derecho de candidaturas de partidos políticos o de independientes, las que se verían imposibilitadas de continuar en virtud de una resolución adoptada por un órgano legalmente habilitado para ello.


Entonces, no hay farsa, ni sospecha de actitudes dolosas. Se trata, simplemente, de plantear un procedimiento -insisto- con el cual se puede coincidir o discrepar.


Ahora bien, dentro de los antecedentes que hemos tenido a la vista, he escuchado decir: "Me parece sospechosa la actitud de algunos Senadores que hoy día proponen, por ejemplo, restringir el concepto de la residencia". Y he defendido a estos Honorables colegas, por cuanto lo que ellos están haciendo es pedir que se mantenga la ley. Y recuerdo que buena parte de los que integramos esta Corporación no teníamos residencia en las Regiones por las cuales fuimos elegidos. En consecuencia, a quienes sospechan que algunos estén tratando de promover esto con un interés particular les he dicho que están equivocados. Porque algunos Senadores han propuesto diversas iniciativas en este ámbito, e incluso están dispuestos -como los Honorables señores Vodanovic y Ortiz- a eliminar el requisito de residencia establecido en la Constitución. Por consiguiente, la sospecha no tiene fundamentos, porque estos Honorables colegas han declarado su decisión -como consta por escrito en los documentos oficiales del Senado- de respaldar un cambio importante en la normativa constitucional pertinente. Y, naturalmente, sobre ello existe controversia también en la Sala. No hay, por lo tanto, derecho ni a calificar de sospechosa la actitud del Gobierno, ni la de los Senadores que, en el ejercicio de su legítimo derecho, tienen otra posición.


Ahora bien, ¿qué consideramos que debe ser lo justo? Personalmente, creo -y estoy conteste con los Senadores señores Vodanovic y Ortiz en este sentido- que debe suprimirse el requisito de la residencia, porque tengo plena confianza en el electorado de cada Región: que sean los electores quienes decidan sobre la calidad de los candidatos que postulan. Y si además se da el caso -como en mi partido y en otros también- de que el proceso de selección se hace a través de una elección primaria, en donde participan las bases de cada uno de los distritos electorales y circunscripciones senatoriales, se está dando a quien corresponde -al ciudadano- el derecho fundamental.


Si nos ponemos rigurosos en el tratamiento del tema, se entra en una discusión central respecto de una situación que muchas veces todos los Parlamentarios hemos criticado. En este nuevo proceso de avance hacia la democracia existente en Chile, se confunden los roles del Parlamentario. Cuando visitamos las comunas, se nos plantean asuntos propios de la competencia de los municipios o de los gobiernos regionales. Todavía son pocos los chilenos que conocen cuál es el imperativo fundamental del Parlamentario, cual es el de legislar poniendo en el primer lugar los intereses del país. Y al hacerlo, dejan de tener sentido, en lo particular, preguntas relativas a cuántos puentes ha conseguido el Parlamentario para la Región o a cuantas escuelas ha logrado abrir. Los Parlamentarios carecemos de facultad para determinar materias de esa naturaleza. Corresponden, en un ámbito, al gobierno regional y, en otro, al gobierno municipal. Entonces, quizás sería bueno hacer este debate sobre la siguiente base: Se eligen Diputados y Senadores para que representen temas de carácter nacional, en su calidad de ciudadanos integrantes de este país, que tiene una diversidad geográfica y social muy grande, pero que es unitario, y que pretenden, en la diversidad de conceptos, procurar acuerdos para lograr desarrollarlo. Entonces, creo que la señal de reducir el tema a que todos los candidatos deben tener residencia en una determinada localidad favorece una interpretación restringida del papel de los Parlamentarios. Pero no deja de ser importante la visita permanente, el contacto con las fuerzas vivas de cada uno de los lugares. Con ello uno aprende, pues el rol parlamentario es -diría- un camino de doble vía, en el que uno recoge las inquietudes de la gente y, adicionalmente, entrega información sobre los grandes problemas que el país discute y los proyectos de ley que afectan la vida ciudadana en las más variadas situaciones.


En consecuencia, ¿a qué llamo hoy día en el Senado? A que entendamos que hay una discusión pendiente en la cual los Senadores tenemos derecho a emitir opiniones distintas respecto a si es exigible o no el requisito de la residencia. Y declaro desde ya que soy contrario a la existencia de este requisito; pero, mientras éste se encuentre en la Constitución, debe cumplirse. Ese es el punto que se halla en examen. No se trata de una maniobra para dejar sin sentido la norma constitucional o legal, sino de ver de qué manera, cumpliéndola, no se producen otros efectos negativos, lo que, obviamente, debemos representar.


Por consiguiente, nos parece pertinente aprobar la idea de legislar (aun cuando personalmente estoy en contra del informe de mayoría) y realizar los esfuerzos para ver si, de aquí a mañana, con la ayuda de la iluminación divina, o la del Gran Arquitecto, o la de alguna otra gran personalidad humanista, arribamos a un gran acuerdo que permita una aprobación en particular lo más conforme posible al esfuerzo de todos en la interpretación de las normas vigentes, Y si eso es así, va a quedar a salvo el prestigio del Senado y de cada Senador, porque nadie tiene derecho a acusar a nadie. Si logramos esto, los chilenos tendrán una indicación acerca de cómo deben resolverse en el Congreso los grandes desafíos y daremos una nueva señal en el sentido de que en esta Corporación podemos escucharnos con respeto, de arrepentimos de los juicios apasionados y exagerados sobre determinado proyecto y de que tratamos de despachar iniciativas que ayuden a mejorar las normas constitucionales y legales que nos rigen.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).- Corresponde hacer uso de la palabra al Honorable señor Gazmuri.
El señor GAZMURI.- Señor Presidente, quiero partir diciendo que entro con alguna dificultad a la discusión y, por consiguiente, a la votación de este proyecto. Porque considero que el requisito de la residencia, en el caso del Senado -que rompe una vieja tradición política en el país y que de hecho, por razones de diverso tipo, no se aplicó para la generación de este Parlamento- no tiene justificación. Entonces, soy de los que consideran que debiera realizarse directamente una reforma constitucional. En cuanto a la Cámara de Diputados, en principio tengo la misma opinión, sin perjuicio de estar abierto a un debate más amplio. Y ello básicamente porque, no obstante existir una base de representación regional, territorial, la naturaleza del Senado es nacional, la tradición política chilena tiene peso y, por último, la representación la da directamente el pueblo. Y, por tanto, si alguna ventaja posee -la puede tener, aunque no siempre la tiene- el hecho de ser residente en el sentido estricto del término, de ser un hombre de las Regiones, y de poder representarlas, es la propia ciudadanía de ellas la que, en mi concepto, resolverá si las va a representar mejor, en un Estado democrático, alguien que viva allá o alguien que no ha residido ahí antes. En consecuencia, estaría enteramente disponible para una reforma de estas características que, por lo demás, creo que es lo que corresponde a nuestro sistema político y a lo que está ocurriendo en la práctica cotidiana: una buena parte de los precandidatos a Senadores, por ejemplo, no es de las Regiones que pretenden representar. Ese es, ineludiblemente, el tema. Y de una u otra manera se nos presenta el problema de que en este aspecto la Constitución -no la ley- es clara en un sentido, a mi juicio, equivocado. Porque lo que quiere la Carta es que la gente resida. Y de las acepciones de "residencia" ocho algo tienen que ver con casas: "Lugar en que se reside"; "Casa o edificio en que se vive"; "Casa de jesuitas" donde ellos residen de una manera regular; "Casa donde, sujetándose a determinada reglamentación, residen y conviven personas afines por la ocupación", etcétera. Otro tanto sucede con "residente": "Que reside"; "Dícese de ciertos funcionarios o empleados que viven en el lugar donde tienen el cargo o empleo". O sea, la acepción de residencia, que es lo que la Constitución exige, es clara en el lenguaje que utilizamos -el castellano- y en el sentido común de la gente. La gente en Talca sabe quiénes son de allá y quiénes no lo son. Yo antes de ser Senador, obviamente, no era de allá: no nací en Talca, no me eduqué en el Blanco Encalada, no tenía el domicilio que poseo ahora en 1 Sur. Entonces, eso es evidente. La gente en esto no se pierde: en todo Chile se sabe quién es de la Región y quién no lo es. Pregunte usted en cualquier puerto del país quiénes pertenecen a ese lugar y quiénes no. Incluso, con la norma vigente pasa el absurdo -como lo ha señalado el Senador señor Thayer- de que quienes efectivamente son de la Región no pueden presentarse como candidato a Senador por ella, porque no vivieron allí los últimos dos años. Y normalmente la gente de Regiones, con títulos, experiencia, trayectoria y capacidad para representarlas, antes de ser candidatos a veces no han vivido en ellas porque han sido Ministros, rectores de universidades, etcétera. Pero es gente que pertenece a esas Regiones.


Por lo tanto, aquí nos hallamos ante un problema. Y quiero llamar la atención del Senado para que lo resolvamos de una manera razonable, y no hagamos "cuestioncitas" en un país que requiere transparencia política; en una clase política que requiere claridad; en una sociedad donde existen, a veces sin razón, sospechas de la política. No cabe alimentar el no enfrentar el tema en su cruda realidad. Y para eso -reitero- me encuentro enteramente dispuesto. Y la cruda realidad es que abordemos directamente la materia y no andemos obligando a ilustres ciudadanos de este país a mentir, a arrendar departamentos donde no viven, a suscribir contratos con efecto retroactivo, a ser profesores de universidades en las que no han impartido cátedras de manera permanente. Porque eso es lo que está ocurriendo; es lo que la gente dice. Pero pareciera que señalar esto aquí es casi mal visto.


Por consiguiente, si no nos hacemos cargo de lo que el país está mirando, no vamos a contribuir a lo que debemos, que es, en primer lugar, respetar la ley. Entonces, digo: o cambiamos la normativa vigente o la respetamos. Para mí es así de simple el tema.


Estoy de acuerdo con el proyecto del Ejecutivo en el sentido, además, de que da certeza antes de la inscripción de los candidatos. Porque verificar si se cumple o no con el requisito de residencia con posterioridad al vencimiento del plazo para declarar candidaturas podrá ser legal, pero constituye una burla a la ciudadanía y un serio problema desde el punto de vista de la representación.


Por lo tanto, voy a votar favorablemente la iniciativa, aun cuando considero que no resuelve necesariamente el problema de fondo: que la Constitución no da cuenta del país político real, en donde se está produciendo, en todos los partidos -porque las grandes corrientes de alguna u otra forma tienen que ver con las realidades nacionales-, en el sistema político, una situación que es típica de un cierto sentido común que debe desterrarse y que consiste en que la norma no es tan general, en que las realidades sociales no tienen expresión directa en la ley o en el discurso de los políticos; en que en este país no existe divorcio, pero la gente miente todos los días en los tribunales para obtener la nulidad del matrimonio. No ocurrió lo que todo el mundo sabe que sucedió (la gente fue a la fiesta, hubo padrinos y novios, el matrimonio tiene cuatro hijos grandes, rozagantes, hay nietos, etcétera), por incompetencia del oficial del Registro Civil basada en que los contrayentes declararon domicilios distintos a los reales.


Por eso, creo que el país necesita mayor transparencia. Nosotros, como Senado, haríamos una buena contribución en este sentido si concordáramos reformar derechamente la Constitución en la materia en debate.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).- En seguida, corresponde usar de la palabra al Senador señor Cantuarias.
El señor CANTUARIAS.- Señor Presidente, debatimos un proyecto de ley que tiene por finalidad otorgar al Director del Servicio Electoral la facultad de pronunciarse, entre los 15 y 45 días anteriores a la declaración e inscripción de candidaturas, acerca de si una persona reúne o no el requisito de  residencia en la Región, dispuesto -como se ha señalado- en los artículos 44 y 46 de la Constitución Política, para ser elegido Diputado o Senador. La próxima elección parlamentaria será la primera en que se aplicará esta exigencia constitucional, ya que -como se ha recordado-, de acuerdo con el fallo del Tribunal Constitucional de mayo de 1989, en la elección parlamentaria pasada no era posible la aplicación de las normas de estos artículos por un imponderable (la fecha de dictación de la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios) que no pudo prever el constituyente.


Las razones esgrimidas para fundamentar esta iniciativa consistirían en el hecho de que el concepto de "residencia" no se encuentra definido en nuestra legislación. A mi juicio, es pertinente recordar que el Tribunal Constitucional, en la sentencia a que aludí, estableció, en términos categóricos e inequívocos, que el requisito de residencia en la Región, exigido constitucionalmente para ser elegido Parlamentario, debe entenderse en el sentido de radicación en una localidad geográfica determinada. Dicho criterio, por lo demás, fue explícitamente confirmado por el informe evacuado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, al atender a una petición que en tal sentido le formulara la Sala, y en el cual se expresó que con ese requisito el constituyente ha querido que los Parlamentarios tengan una vinculación efectiva y habitual con la Región que pretenden representar. De esta manera puede sostenerse, a mi entender con toda propiedad, que el concepto de "residencia" sí tiene una significación precisa y clara en nuestro ordenamiento jurídico-institucional -cuestión distinta es la definición, pero el significado todo el mundo lo entiende, y aquí lo ha recordado magistralmente el Honorable señor Gazmuri-, toda vez que existe un pronunciamiento del Tribunal Constitucional. De acuerdo con la jurisprudencia expuesta en el fallo respectivo, la residencia representa una exigencia mayor que la simple habitación, cuya moción ha precisado la doctrina de los juristas nacionales como el asiento accidental y momentáneo de una persona en una determinada localidad, y que el domicilio, que sólo consiste en un vínculo jurídico entre una persona y un lugar del territorio nacional. Así como la falta de "habitualidad" sería el elemento distintivo de la habitación respecto de la residencia, el factor "efectividad" constituiría el distintivo entre el domicilio y la residencia.


Es conveniente recordar también que con esta exigencia el constituyente ha querido poner término a una de las prácticas en que se incurriera habitualmente en el pasado y que consistía en postular como candidatos a Parlamentarios por distintos lugares a personas que no tenían vinculación efectiva con ellos. Este propósito, a mi juicio regionalizador de nuestra institucionalidad, se ha visto robustecido tras las reformas constitucionales promulgadas a partir de 1989, porque en ninguna de ellas se cuestionó el requisito de residencia en la Región respectiva, manteniéndose para el caso de los comicios parlamentarios (la reforma de mediados de 1989 sólo disminuyó, de tres años a dos años, el período exigido), e incorporándolo respecto de -las elecciones regionales y comunales.


En consecuencia, a mi modo de ver, lo propuesto carece de fundamentos reales y, más bien, sugiere un intento por no tratar las cosas por su nombre, aparte que, en el fondo, habilita una manera de burlar una exigencia constitucional que en su letra y espíritu no ofrece ningún problema interpretativo.


A mayor abundamiento, la fórmula empleada en el proyecto que nos ocupa reafirma esa aprensión, ya que si el Director del Servicio Electoral resuelve erróneamente que una persona posee residencia en la Región, no se permite recurso alguno en contra de tal apreciación.


El sistema electoral vigente, si bien adolece de ciertas debilidades -sobre ellas haré una reflexión-, resguarda la transparencia y rectitud de las elecciones parlamentarías en todas y cada una de sus etapas. La persona que desee postular a un cargo parlamentario sabe perfectamente que uno de los requisitos que debe acreditar ante el Servicio Electoral es el de residencia, para lo cual bastará con suscribir la correspondiente declaración jurada ante un notario o un oficial del Registro Civil, en su caso. Por tal motivo, compete a los partidos políticos y a los grupos de personas que deseen postular candidaturas independientes velar por que éstas cumplan fielmente tal exigencia, para no exponerse a perder los cupos parlamentarios.


Sin embargo, es necesaria una reflexión mayor respecto de la cuestión constitucional.


Desde el punto de vista histórico, la idea de no cumplir el requisito de la residencia refleja una constante en nuestra evolución constitucional. Y aun cuando la referencia resulte un poco distante, baste recordar al efecto el conflicto suscitado en 1822 entre el Director Supremo, don Bernardo O'Higgins, y el vecindario de Santiago con motivo de la convocatoria e instalación de la convención preparatoria destinada a elaborar la Constitución del mismo año. En esa época, para designar a los miembros de la convención, cada municipalidad debía elegir, por mayoría absoluta, un individuo oriundo o vecino de su localidad. Quien más tarde sería considerado el Padre de la Patria desafió a la oligarquía de la época, ansiosa de conservar en forma concentrada y centralizada el ejercicio del poder.


En suma, durante nuestra evolución constitucional se ha privilegiado la omisión del requisito de residencia, precisamente -y ésta es la voz de los regionalistas- para mantener, de una forma u otra, la preeminencia en el control del poder político por parte de la ciudad de Santiago.


A este respecto, deseo recordar que a propósito del proyecto en análisis se suscitó un debate en los medios de comunicación, en los que hemos leído opiniones, muy legítimas, de Parlamentarios que han sostenido que, en el fondo, los mayores talentos políticos se encuentran en la Capital, y que en consecuencia resultaría inaceptable someter al país a la resta que significaría impedirles representar a otras Regiones.


Lo anterior contrasta con la regulación contenida en la Constitución de los Estados Unidos de América del año 1787, reconocida en nuestra historia como documento de referencia obligado. Es así que la Carta de 1822 expresaba en su preámbulo que se habían consultado todas las Constituciones, en especial la del país del norte, que en su artículo uno, secciones segunda y tercera, dispone que no podrá ser senador ni representante quien no resida a la época de su elección en el estado que ha de elegirlo. Y, si bien cada estado decide por sí mismo los requisitos de residencia legal, acatando los límites constitucionales, la mayoría de los representantes no sólo viven en el estado, sino incluso en el distrito por el cual han sido elegidos.


En el anteproyecto de la Constitución de 1980, a propósito del nuevo Capítulo V, relativo al Congreso Nacional, se señaló por los miembros de la Comisión -cito textualmente- lo siguiente: "Pensamos que en una democracia moderna y estable, el parlamento debe ser la expresión de un justo y conveniente equilibrio entre dos fuerzas: una, renovadora, política, fiscalizadora y representativa de todas las regiones del país, y que debe ser la Cámara de Diputados; y otra, que debe tener un carácter moderador nacional, de Cámara revisora y consejera, constituida por el Senado.". Fin de la cita.


Así, el requisito de residencia se estableció sólo para los Diputados. Con posterioridad, el Consejo de Estado eliminó la exigencia, la misma que se repuso -esta vez ampliada a los Senadores- al pasar el proyecto por la Junta de Gobierno, estableciéndose en ambos casos la permanencia de tres años, contada desde la fecha de la elección hacia atrás.


Indudablemente, la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución consideró que el requisito de la residencia tenía su fundamento en el anhelo de descentralización del poder político, señalándose en sus actas que "quienes aspiren a ser representantes de una región determinada en la Cámara Baja, vivan realmente en la región, y no simplemente se inscriban electoralmente en cualquier región del país, turnándose en esta acción prolíficamente, como ocurría en el pasado.".


A nuestro juicio, la exigencia a los candidatos a Parlamentarios de residir en la respectiva Región está estrechamente ligada a conceptos esenciales del ordenamiento constitucional. Ellos, a modo enunciativo, arrancan desde el mismo artículo 1o de nuestra Carta Fundamental, porque, reconocida y amparada la existencia de los grupos intermedios de la sociedad, éstos han de tener la suficiente autonomía para cumplir sus fines específicos, lo que natural o espontáneamente debe permitir que liderazgos de diversas categorías se desarrollen en la sociedad civil o política. En su máximo y culminante objetivo de alcanzar el bien común, el Estado no sólo está obligado a crear las condiciones sociales para ello, lo que implica un verdadero y real pluralismo de fondo, con una democracia de auténtica participación social, sino también a respetar los derechos y garantías que la Constitución establece sobre la materia, y no a permitir o incentivar que mediante la ley puedan ser soslayados.


Tememos que eso de verdad pueda ocurrir con la iniciativa en estudio. En nuestro concepto, la imposición de candidatos a los electores y la desviación de la soberanía nacional mediante órdenes de partido, por ejemplo, son incompatibles con los fundamentos del orden constitucional respecto de la función de los diversos órganos del Estado, y vulneran la Carta. Por el contrario: hay que reforzar el pluralismo de fondo, tendiente a hacer efectiva la participación de la comunidad regional.


El requisito de residencia en la Región debe permitir iniciar un proceso sostenido de participación pública de diversos líderes locales, que posibilite arraigar la confianza pública en las instituciones del Estado democrático constitucional.


Por ello, el ciudadano no puede quedar expuesto a ejercer su derecho a sufragio en los comicios parlamentarios para elegir representantes impuestos que no residen en las respectivas Regiones, y que por desconocerlas geográficamente no están enterados a cabalidad de los problemas que las aquejan y de las soluciones que se requieren.


Como consecuencia de lo anterior, se inhibe o desalienta al hombre común a participar en la conformación de los diversos órganos del Estado que necesitan representación regional, alejándose del manejo de los asuntos públicos.


En suma, con el requisito se pretende que el Parlamentario tenga un arraigo efectivo, no necesariamente en la agrupación o distrito que represente, sino en la Región, y por ende, evitar que- los candidatos cambien de circunscripción de modo arbitrario.


En virtud de la ley N° 18.825, de reforma de la Constitución Política de 1980, publicada en el "Diario Oficial" de 17 de agosto de 1989, se redujo a dos años, como se citó anteriormente, el requisito de residencia para Diputados y Senadores.


Por su parte, el artículo 17 transitorio de la ley N° 18.799, que modificó la N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, declara que, en virtud de las disposiciones que indica, el requisito señalado no rige para los candidatos que resulten electos en la primera elección. Y, así, llegamos a los comentarios que se han formulado.


No ha de olvidarse que el artículo 47, inciso primero, de la Ley Fundamental consigna: "Se entenderá que los diputados y senadores tienen, por el solo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente,", etcétera, con lo cual toda la impugnación que hoy día se hace se basa en la búsqueda de mezquinas ventajas, como elocuentemente destacó el Senador señor Hormazábal.


Dentro de esta secuencia normativa, culmina lo expuesto con el artículo 17 de la ley N° 18.700, que establece lo siguiente:


"El Director del Servicio Electoral, dentro de los diez días siguientes a aquel en que venza el plazo para declaración de candidaturas, deberá aceptarlas o rechazarlas. Para tal efecto dictará las resoluciones respectivas que se publicarán dentro de tercero día en el Diario Oficial.


"El Director del Servicio Electoral deberá rechazar las declaraciones de candidaturas que no cumplan con los requisitos establecidos en los artículos 25, 44 y 46 de la Constitución Política, o que se encuentren en alguna de las situaciones previstas en el artículo 54 de la Constitución.".


A este respecto, vale la pena recordar que una regía del Derecho Público es que en el campo de éste se puede hacer sólo lo que la ley permite.


Los artículos 44 y 46 de la Carta Fundamental contemplan las llamadas condiciones de elegibilidad o inhabilidades absolutas. Sobre la materia, el profesor don Humberto Nogueira, en su trabajo titulado "El Congreso Nacional. Introducción al derecho parlamentario chileno y comparado latinoamericano", se pregunta lo siguiente: "¿Cuándo deben cumplirse los requisitos de elegibilidad?". Y continúa: "El requisito De elegibilidad, tal como lo establece la Constitución en sus artículos 44 y 46, es para "ser elegido" parlamentario, estos requisitos deben cumplirse, por tanto, en el mismo día de la elección, de no cumplirse en ese momento, aun cuando se tenga al momento de declarar la candidatura, su elección es nula.".


El proyecto en análisis parte de un supuesto a nuestro juicio erróneo, ya que, si bien no existe un concepto similar al de domicilio o morada, el sentido de la expresión "residencia" es perfectamente definible a nivel constitucional y legal mediante diversos métodos de interpretación. En el derecho comparado se ha desarrollado el concepto "deber de residencia del funcionario público". Pero no deseo extenderme sobre ello.
El señor VALDÉS (Presidente).- ¿Me permite, señor Senador?


No deseo limitarlo, pero reglamentariamente debiera terminar "su intervención. Restan aún dos señores Senadores inscritos para usar de la palabra, además del señor Ministro de Justicia: la Honorable señora Soto y el Senador señor Zaldívar. Y debemos terminar a las 20, salvo que se prorrogue la hora hasta concluir el debate.
El señor NAVARRETE.- Perdón, señor Presidente. La Comisión Especial de Asuntos Indígenas está citada a las 19:30. Me parece de la mayor importancia que el proyecto pueda despacharse, razón por la cual no he querido hacer observación alguna. Pero no estaría de acuerdo en prorrogar la hora más allá de las 8, para permitir que la referida Comisión pueda funcionar.
La señora FELIÚ.- Votemos a las 20.

El señor VALDÉS (Presidente).- A esa hora se empezará a votar.
El señor CANTUARIAS - Si Su Señoría me lo permite, redondearé mi intervención para ponerle término.


Se ha hecho referencia a la situación planteada y a la debilidad que tanto la norma constitucional como la de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios tienen respecto del ejercicio de la democracia, porque al impugnar una candidatura por incumplimiento de alguno de los requisitos, en el fondo se priva a una corriente política o a un grupo de independientes de postular candidatos.


Si tal fuera de verdad la objeción, el procedimiento para resolverla es malo, pues bien podría establecerse un plazo distinto, o autorizarse un mecanismo de sustitución, en lugar de consignar -como tan bien se ha caracterizado- una suerte de triquiñuela que permitiría obviar un requisito que, a nuestro juicio, es inequívoco.


Los argumentos de que se trata de competir, o de que la gente elige a quien corresponde; de eliminar la competencia, o simplemente de escoger a los mejores legisladores, no corresponden cuando existen disposiciones constitucionales expresas.


En consecuencia, si hay un requisito que debe cumplirse, que ello se haga efectivo, a menos que -digamos las cosas por su nombre- nos dediquemos a legislar derechamente sobre la materia.


En ese sentido, en lugar de discutir un proyecto que, en el fondo y tal como se presenta -incluso después de las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia-, hace inimpugnable una candidatura por el requisito de residencia, resultaría mucho más sano para nuestra organización social y para el devenir político iniciar un debate respecto de tal exigencia, la que, a nuestro modo de ver, es inequívoca. Y todo cuanto se haga -en este sentido recojo los argumentos dados, que escuché con mucha atención y que comparto plenamente- y que se preste para burlar o impedir el ejercicio de la normativa aludida, que a la vista de los chilenos resulta indiscutible, será atribuido tal vez a una especie de club que intenta cerrar las puertas para impedir el acceso a otras personas.


Si lo que se desea es omitir el requisito, la vía para ello es un proyecto de reforma constitucional. Pero no es eso lo que estamos discutiendo. De lo que se trata es de validar, o simplemente de hacer inimpugnable una candidatura una vez cumplido un procedimiento administrativo.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).- Están inscritos para usar de la palabra la Senadora señora Soto y el señor Ministro de Justicia, y restan sólo cinco minutos para el término del debate.


Tiene la palabra la Honorable señora Soto.
La señora SOTO.- Siempre hablo muy brevemente, señor Presidente.


De la discusión se desprende con claridad meridiana que, en el tema en debate, estamos frente a bienes jurídicos que representan, por un lado, la certeza jurídica; por otro, la igualdad; por un tercero, el debido proceso, y, por último, la confianza pública.


Respecto de lo señalado en cuanto a que la residencia es una cuestión de hecho, no clarificada, creemos que, a decir verdad -como aquí se ha expresado muy acertadamente-, su significado está en el pensamiento de la gente en el sentido de que se conoce con precisión qué es residencia. Incluso más: cuando se discutió la legislación sobre juntas de vecinos (Ley sobre Organizaciones Comunitarias Territoriales y Funcionales), la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización quiso hacer constar de manera clara en su informe que la residencia que se exige como requisito para tener la condición de vecino precisa de habitualidad o permanencia por períodos prolongados en una localidad, de modo que no cumple con él la persona que esporádicamente, o por breves espacios de tiempo, reside en ella, como, por ejemplo, quien veranea allí. Y esto se acordó por unanimidad.


Pero deben considerarse asimismo, como dijimos, la igualdad y el debido proceso. Y también la confianza pública, porque lo cierto es que en el ambiente existe una especie de suspicacia en contra de los políticos. Se piensa que lo que están haciendo es una simulación. Por otra parte, en el hecho, la propia ley y la Constitución están obligando a los partidos políticos a dar un espectáculo nacional al tener que ponerse de acuerdo respecto de cupos de aquí o de allá, todo lo cual se obviaría modificando la Ley Fundamental y el sistema político, y optando por la proporcionalidad en las elecciones. Si la gente pudiera elegir (y ése es el requisito de democracia representativa), no estaríamos enfrentando este problema.


Veo que la solución propuesta por el Ejecutivo mueve, realmente, a suspicacia. Pero, de otro lado, hay una situación de hecho muy delicada, y me parece preferible una reforma constitucional que reponga el sistema proporcional, o que, eventualmente, se deje sin efecto el requisito de residencia, aunque, por ser muy regionalista, no me inclino por esta última solución.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR.- Señor Presidente, como el tiempo escasea, voy a reservar mi planteamiento para la sesión de mañana, cuando discutamos el proyecto en particular. Sin embargo, me referiré ahora sólo a dos conceptos que, a mi modo de ver, tienen mucha importancia.


Siempre me impresionó -desde mi época de estudiante de Derecho, y más tarde, en el ejercicio profesional- que de la lectura de todas las obras jurídicas se observe que el término "residencia" nunca haya tenido una definición exacta. En efecto, éste no puede confundirse ni con "domicilio", ni con "morada", ni con "habitación", que sí son denominaciones exactas. Si uno consulta a todos los autores chilenos (Somarriva, Arturo Alessandri, Luis Claro Solar), o a los franceses, en materia de Derecho Civil, puede ver que uno de los elementos constituyentes del domicilio es la residencia. Y, como lo explicaré mañana, nuestro Código Civil reconoce expresamente la pluralidad de domicilio (no así el francés).


Cuando hay pluralidad de domicilio, también la hay de residencia. Y desde el momento en que el concepto de residencia no es claro, se ha originado toda esta discusión.


¿Por qué el concepto de residencia no es claro? El término suscitó diversos cambios al discutirse el proyecto de la Constitución de 1980 en la Comisión Constituyente, en el Consejo de Estado y en la Junta. No es un término exacto; y tanto es así, que ello no es novedad. En los artículos 17 y 18 de la ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios se establece un procedimiento para aclarar la inscripción de candidaturas y el cumplimiento de los requisitos. Pero el problema que presentan esos preceptos radica en que cuando se produce la declaración de inhabilidad ya no hay tiempo para sustituir al candidato objetado. Por lo tanto, debe buscarse una solución a este aspecto.


Entiendo el proyecto del Ejecutivo como una manera de normar la situación en tal forma que se asegure la estabilidad jurídica. El ejemplo expuesto por la Senadora señora Soto me confirma esa apreciación. Si en la ley sobre juntas de vecinos hubo que definir la residencia, fue precisamente porque no existía una definición previa. Por eso hay que consignarlo expresamente en la ley: "Residencia, para estos efectos, se entenderá como" tal cosa; por ejemplo, "habitación".


A mi modo de ver, esta cuestión tenemos que dilucidarla en un buen sentido, buscando el bien jurídico y sin provocar ningún tipo de suspicacia.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor CUMPLIDO (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, haré sólo algunas puntualizaciones.


En el proyecto del Ejecutivo no se ha pretendido presentar una mascarada, ni dar lugar a sospechas, ni usar triquiñuelas. Claramente, su texto no afecta el requisito de residencia. Si el Gobierno hubiera estimado que este momento es oportuno para modificar la Constitución, lo habría planteado así. Pero le parece inconveniente hacerlo en medio de un proceso electoral que, aunque de acuerdo con la ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios aún no se inicia, en el hecho ya está en curso con la regulación de las precandidaturas y candidaturas.


¿Qué persigue la iniciativa frente a una situación nueva, como es la de aplicar por primera vez el requisito de residencia? Se limita a anticipar en el tiempo una declaración que en la legislación vigente corresponde hacer al Director del Servicio Electoral, en conformidad al artículo 17. Y procede en esta forma para evitar lo señalado por algunos señores Senadores que me precedieron en el uso de la palabra: que candidaturas de partidos políticos o de independientes queden sin la debida participación. No se modifican los artículos 17 y 18. Por consiguiente, todo el procedimiento posterior queda vigente, aunque se apruebe la reforma. Los demás requisitos o están probados por instrumento público, o han sido objeto de precedentes; no han causado problemas de interpretación.


El Ejecutivo tampoco desea zanjar el conflicto mediante una ley interpretativa, proponiendo al Congreso una solución de ese tipo. Es mejor que actúen el Director del Servicio Electoral y el Tribunal Calificador de Elecciones. Si no tenemos confianza en esas autoridades, en realidad, deberíamos examinar muy seria y profundamente el proceso político chileno. El Director del Servicio Electoral tiene  una legitimidad muy bien ganada en las elecciones anteriores; fue designado con acuerdo de las autoridades pertinentes, y nadie le ha opuesto reparos. El Tribunal Calificador de Elecciones tampoco ha sido objeto de deslegitimación. De lo único que se trata es de anticipar un trámite, para prevenir situaciones de falta de representatividad.


Es todo, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


La disposición del artículo 118 del Reglamento estatuye lo siguiente: "La discusión general se circunscribirá a la consideración de las ideas fundamentales del proyecto, conforme lo haya propuesto en su informe la Comisión".


Por consiguiente, en definitiva, se trata de admitirlo o rechazarlo en general, lo que no significa pronunciarse por un informe o por otro.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- En conformidad a la Constitución Política de la República, la presente norma requiere para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, lo que significa el voto favorable de 26 señores Senadores.
El señor VALDÉS (Presidente).- En votación.


--(Durante la votación.)
El señor CANTUARIAS.- No votaré por estar pareado, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).- No rigen los pareos en votaciones de quórum especial, señor Senador.
El señor CANTUARIAS.- En ese caso, voto en contra.
El señor URENDA.- Señor Presidente, durante el debate se han expuesto tres ideas, de las cuales, a mí juicio, dos no conciernen al proyecto mismo. Una se refiere a si debe o no existir determinado vínculo del candidato con el distrito o circunscripción; la segunda, al concepto de residencia; y la tercera, que toca al objeto preciso de la iniciativa, versa sobre la adopción de un procedimiento que permita tener certeza respecto del cumplimiento de un requisito, para evitar la eventual grave consecuencia de que un candidato ya inscrito no pueda seguir en esa calidad, sin que haya opción de reemplazo.


Por ello, no obstante lamentar que el proyecto no sea más completo y explícito, remitiéndome exclusivamente a este aspecto de él y como una manera de evitar situaciones que podrían resultar molestas (sin que ello implique, como digo, mi acuerdo con el texto completo), apruebo la idea de legislar.
El señor VALDÉS (Presidente).- Terminada la votación.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- Resultado de la votación: 30 votos por la afirmativa y 2 por la negativa.


Votaron por la afirmativa los señores Alessandri, Calderón, Cooper, Díaz, Feliú, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hormazábal, Huerta, Larre, Lavandero, Letelier, Martin, Mc-Intyre, Navarrete, Otero, Pacheco, Papi, Pérez, Prat, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Siebert, Sinclair, Soto, Thayer, Urenda, Valdés y Zaldívar.


Votaron por la negativa los señores Cantuarias y Diez.
El señor VALDÉS (Presidente).- En consecuencia, queda aprobado en general el proyecto.


Se levanta la sesión.   .


--Se levantó a las 20:5.
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